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En consideración a que dentro del proceso se han efectuado algunas observaciones 

por parte de la entidad que realizará el dictamen pericial, se REQUIERE al 

apoderado de la parte actora para que informe el estado actual de las gestiones 

tendientes lograr el recaudo de dicho medio de prueba, así como las actividades 

tendientes a prestar la ayuda necesaria para ese mismo fin. Para tal efecto se le 

concede el término de tres (3) días.  

 

Lo anterior, con el fin de establecer las decisiones que se deben adoptar para el 

buen curso del proceso. 
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1. ASUNTO 

 

El Despacho resuelve la solicitud de terminación anticipada del proceso formulada 

por la Empresa de Transportes Gran Caldas S.A. en el proceso de la referencia.  

 

2. ANTECEDENTES 

 

2.1. La solicitud (Archivo 028 del expediente) 

 

La apoderada judicial de la empresa de transporte Gran Caldas S.A. solicitó la 

terminación del proceso fundamentada en que la Resolución 243 del 30 de abril de 

2015 fue revocada mediante Resolución 419 del 3 de julio de 2015, es decir, antes 

de incoarse la demanda que ha dado origen al presente proceso. Por otro lado, en 

cuanto a la Resolución 399 de 2015 fue derogada por el Municipio de Manizales a 

través de la Resolución 298 del 7 de diciembre de 2018. 

 

Bajo este entendido, consideró que carece de objeto realizar pronunciamiento de 

fondo sobre los actos administrativos demandados ya que los mismos se 

encuentran fuera del ordenamiento jurídico. 

 

2.2. Pronunciamiento de Socobuses S.A. (Archivos 033 y 036 del expediente)  

 

Una vez se corrió traslado de la solicitud de terminación del proceso por intermedio 

de la secretaría del Juzgado (archivo 031 del expediente), el apoderado de la 

empresa de transporte público SOCOBUSES S.A. se pronunció oportunamente 

sobre el asunto. En el escrito se opuso a la prosperidad de la solicitud analizada por 

cuanto estimó que la revocatoria directa de los actos administrativos no es causal 



de terminación anticipada de un proceso judicial que pretende la nulidad de los actos 

administrativos revocados.  

 

Por otro lado, dijo, lo solicitado por la entidad vinculada constituye una causal de 

excepción que no fue presentada dentro del término otorgado por la normativa 

procesal, pues en el momento de traslado de las excepciones guardó silencio frente 

a las mismas, no siendo este el momento procesal para presentarla.  

 

En este mismo escrito argumentó que, conforme a la jurisprudencia del Consejo de 

Estado, la pretensión anulatoria es procedente frente actos administrativos 

revocados, dado que la nulidad afecta la validez, mientras la revocatoria afecta 

simplemente la eficacia de la voluntad administrativa. Para sustentar lo anterior, 

plasmó varias citas del Alto Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 

 

En otro memorial remitido oportunamente al correo electrónico del Juzgado, el 

profesional que defiende los intereses de SOCOBUSES S.A. adicionó su 

pronunciamiento inicial, para lo cual advirtió que la terminación anticipada del 

proceso solo está prevista en el Código General del Proceso para las figuras de la 

transacción y el desistimiento, circunstancias que no se encuentran configuradas en 

el presente proceso. Adicionalmente, la causal alegada por la parte solicitante 

tampoco constituye causal para proferir sentencia anticipada, de conformidad con 

la Ley 1437 de 2011. 

 

Y es que la parte activa consideró que los efectos de los actos administrativos 

revocados rigen únicamente hacia el futuro, en tanto los mismos enervan su 

eficacia, sin que traiga consigo los efectos propios de la declaratoria de nulidad por 

ilegalidad o inconstitucionalidad, que afectan la validez del acto administrativo 

desde su nacimiento a la vida jurídica. 

 

2.3. Pronunciamiento de las demás partes  

 

Según constancia secretarial visible en el archivo 038 del expediente, solo la 

empresa SOCOBUSES S.A. se pronunció sobre el asunto. 

 

3. CONSIDERACIONES 

 

3.1. Síntesis del caso concreto y problema jurídico 

 

En el presente caso, la persona jurídica vinculada al trámite judicial solicitó la 

terminación del proceso debido a que los actos administrativos demandados a 

través de medio de control de Nulidad fueron derogados o revocados por las 

entidades territoriales demandadas. En ese sentido, las declaraciones de la 



administración ya no existen en el ordenamiento jurídico, por ello, resulta 

innecesario el agotamiento del proceso ya iniciado.  

 

En esencia, la parte activa del litigio aseguró que no se configuran las condiciones 

necesarias para acceder a tal solicitud, en la medida que no se han configurado la 

transacción, el desistimiento de las pretensiones o las causales para dictar 

sentencia anticipada. Adicionalmente, argumentó que las consecuencias de la 

revocación de los actos administrativos difieren de manera sustancial con las 

consecuencias de la declaración judicial de nulidad de esos mismos actos de la 

administración. 

 

Tal y como lo interpreta esta servidora judicial, en el caso examinado el litigio se 

contrae a responder la siguiente pregunta:  

 

¿Es posible decretar la terminación del proceso debido a que los actos 

administrativos demandados, en el medio de control de Nulidad, fueron 

revocados o derogados por las autoridades que expidieron tales actos?   

 

Con la respuesta que se emita a esta pregunta se resolverá la solicitud efectuada 

por la organización vinculada al proceso; también se resolverán los planteamientos 

de la sociedad actora. 

 

3.2. Tesis del Despacho  

 

En criterio del Juzgado no se encuentran dadas las condiciones que establece la 

ley para dar por terminado el proceso bajo una causal que podría denominarse 

“carencia actual de objeto”, pues la legislación procesal general y específica no 

prevén esta condición como una de aquellas que configure una causal de 

terminación anticipada del trámite judicial. 

 

En este sentido, si bien la empresa solicitante no especificó la figura bajo la cual 

fundamentaba su petición, no lo es menos que las circunstancias no compaginan 

con una transacción o el desistimiento de las pretensiones, figuras reguladas por el 

Código General del Proceso. Tampoco se cumplen las condiciones de la oferta de 

revocatoria regulada por el artículo 95 de la Ley 1437 de 2011. 

 

De manera que no existe alternativa legal para dar por terminado un proceso de 

nulidad frente a unos actos administrativos que, al parecer, ya dejaron de generar 

los efectos jurídicos para los cuales fueron expedidos. Mucho más cuando el 

Consejo de Estado ha autorizado la procedencia del control judicial cuando los actos 

administrativos han dejado de producir sus efectos. 

 



Las razones en las que se funda la anterior postura son las siguientes:  

 

3.2.1. Sobre la autorización para la terminación anticipada del proceso 

en el Código General del Proceso y el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

 

El Código General del Proceso autoriza la terminación anticipada del trámite judicial 

en dos eventos fundamentales. Ellos están contenidos en la regulación prevista 

entre los artículos 312 y 317, normas pertenecientes a la sección quinta denominada 

“Terminación anormal del proceso”, título uno, del mismo nombre. Allí se consagra 

y regula la transacción y el desistimiento. 

 

Prescriben los artículos 312 y 314 del CGP:  

 

ARTÍCULO 312. TRÁMITE. En cualquier estado del proceso podrán las 

partes transigir la litis. También podrán transigir las diferencias que surjan 

con ocasión del cumplimiento de la sentencia. 

 

Para que la transacción produzca efectos procesales deberá solicitarse por 

quienes la hayan celebrado, dirigida al juez o tribunal que conozca del 

proceso o de la respectiva actuación posterior a este, según fuere el caso, 

precisando sus alcances o acompañando el documento que la contenga. 

Dicha solicitud podrá presentarla también cualquiera de las partes, 

acompañando el documento de transacción; en este caso se dará traslado 

del escrito a las otras partes por tres (3) días. 

 

El juez aceptará la transacción que se ajuste al derecho sustancial y 

declarará terminado el proceso, si se celebró por todas las partes y versa 

sobre la totalidad de las cuestiones debatidas o sobre las condenas 

impuestas en la sentencia. Si la transacción solo recae sobre parte del litigio 

o de la actuación posterior a la sentencia, el proceso o la actuación posterior 

a este continuará respecto de las personas o los aspectos no comprendidos 

en aquella, lo cual deberá precisar el juez en el auto que admita la 

transacción. El auto que resuelva sobre la transacción parcial es apelable en 

el efecto diferido, y el que resuelva sobre la transacción total lo será en el 

efecto suspensivo. 

(…) 

 

ARTÍCULO 314. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El 

demandante podrá desistir de las pretensiones mientras no se haya 

pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento se 

presente ante el superior por haberse interpuesto por el demandante 

apelación de la sentencia o casación, se entenderá que comprende el del 

recurso. 

 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en 

todos aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría 

producido efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento 

producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 

 



(…) 

 

Salta a la vista que la solicitud formulada por la apoderada de la empresa de 

transporte vinculada a este trámite no está relacionada con ninguna de estas dos 

autorizaciones. En primer lugar, no se ha demostrado la celebración de una 

transacción que haga viable la terminación del proceso por ese rumbo. En segundo 

lugar, tampoco podría predicarse el desistimiento de las pretensiones por la 

potísima razón que su condición procesal no es la de demandante.  

 

No es necesario profundizar en razones que demuestren la carencia de acople entre 

las razones de hecho que fundamentan la petición que se pretende resolver en este 

momento procesal y las autorizaciones legales para acceder a la terminación 

anticipada de la controversia. 

  

Ahora, en cuanto a lo regulado por la Ley 1437 de 2011, la conclusión es 

exactamente la misma, en consideración a que lo reglado por el artículo 95 de ese 

estatuto se refiere a la oferta de revocatoria, circunstancia que no se ha demostrado 

en el proceso. Señala el artículo mencionado:  

 

ARTÍCULO 95. OPORTUNIDAD. La revocación directa de los actos 

administrativos podrá cumplirse aun cuando se haya acudido ante la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, siempre que no se haya 

notificado auto admisorio de la demanda. 

 

(…) 

 

PARÁGRAFO. No obstante, en el curso de un proceso judicial, hasta antes 

de que se profiera sentencia de segunda instancia, de oficio o a petición del 

interesado o del Ministerio Público, las autoridades demandadas podrán 

formular oferta de revocatoria de los actos administrativos impugnados previa 

aprobación del Comité de Conciliación de la entidad. La oferta de revocatoria 

señalará los actos y las decisiones objeto de la misma y la forma en que se 

propone restablecer el derecho conculcado o reparar los perjuicios causados 

con los actos demandados. 

 

Si el Juez encuentra que la oferta se ajusta al ordenamiento jurídico, ordenará 

ponerla en conocimiento del demandante quien deberá manifestar si la 

acepta en el término que se le señale para tal efecto, evento en el cual el 

proceso se dará por terminado mediante auto que prestará mérito ejecutivo, 

en el que se especificarán las obligaciones que la autoridad demandada 

deberá cumplir a partir de su ejecutoria. 

 

De conformidad con lo anterior, tenemos que en el presente caso no se demostró, 

ni siquiera se alegó, la oferta de revocatoria directa como posibilidad real para 

acceder a la terminación del proceso. Nótese que en el expediente no reposa oferta 

alguna, mucho menos memorial o misiva por medio del cual se hubiese hecho el 

trámite correspondiente para configurar tal figura jurídica. 



En conclusión, esta servidora judicial se aparta de exponer extensas 

consideraciones para sustentar su postura, en la medida que la claridad de las 

normas regulatorias torna innecesaria cualquier elucubración que se pueda hacer 

sobre el asunto. Es palmaria la inexistencia de circunstancias fácticas acreditadas 

en el plenario para acceder a alguna de las modalidades expuestas con el fin de dar 

por terminado tempranamente un litigio. Motivo por el cual se negará la solicitud. 

 

No obstante lo anterior, analicemos a continuación la postura jurisprudencial que 

sobre el fondo del asunto ha planteado el Consejo de Estado; invitación realizada 

por el apoderado de la parte activa del proceso en el memorial de oposición a la 

prosperidad de la petición varias veces mencionada. 

 

3.2.2. Control judicial sobre actos administrativos que han dejado de 

 producir efectos jurídicos 

 

El Máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo se ha pronunciado sobre la 

procedibilidad de la pretensión de nulidad en contra de actos administrativos que 

han dejado de producir efectos. Veamos1:  

 

(...) Al respecto, la Sala debe reiterar íntegramente las consideraciones 

expuestas por la jurisprudencia sobre el punto, recogidas en reciente 

providencia del 14 de abril de 20162, en donde frente a tal razonamiento de 

la parte demandada se afirma sin cortapisas la procedencia del control 

judicial en casos de pérdida de fuerza ejecutoria del acto atacado. Lo anterior, 

con base en los siguientes argumentos: 

 

“(…) la falta de eficacia u obligatoriedad de un acto administrativo como 

consecuencia de la pérdida de su fuerza ejecutoria como resultado de la 

desaparición de su fundamento de Derecho en absoluto empece el control 

que sobre esta clase de actos ejerce el Contencioso Administrativo por 

mandato constitucional y legal. En efecto, tal como fuera manifestado por la 

Sala en sentencia del 3 de agosto de 2000: 

 

“(…) nada impide que con respecto a los actos administrativos respecto de 

los cuales se ha producido el fenómeno del DECAIMIENTO, se produzca un 

fallo de nulidad, pues en este evento se ataca la configuración de los 

elementos del acto administrativo al momento de su nacimiento, y su 

concordancia con el régimen jurídico que debió respetar tanto en su jerarquía 

normativa, como en el procedimiento para su expedición, mientras que, el 

fenómeno producido por la desaparición del fundamento de derecho de un 

acto administrativo, tiene efectos hacia el futuro sin afectar la validez del acto 

por todo el tiempo de su existencia jurídica. 

 

En efecto, en la práctica bien pudo haberse producido la expedición de actos 

administrativos creadores de situaciones jurídicas particulares y concretas 

                                                 
1 Consejo de Estado. Sección Primera. C.P: Guillermo Vargas Ayala. Veintitrés (23) de junio de dos 
mil dieciséis (2016) Radicación número: 11001-03-24-000-2010-00521-00. 
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, sentencia del 14 de 
abril de 2016, Rad. No. 11001 03 27 000 2008 00023 00. C.P.: Guillermo Vargas Ayala. 



con base en aquel del que se predica el fenómeno del DECAIMIENTO, por 

declaratoria de inexequibilidad de la ley o por declaratoria de nulidad de la 

norma sustento de derecho y, como quiera que tal fenómeno en nada afecta 

la validez del acto administrativo, no se afecta el principio de la presunción 

de legalidad del acto administrativo, ya que el juzgamiento de la legalidad de 

un acto administrativo debe hacerse con relación a las circunstancias 

vigentes al momento de su expedición.  

 

No hay, por lo tanto, razón alguna que imposibilite proferir fallo de fondo con 

respecto a la legalidad de un acto respecto del cual se ha producido el 

fenómeno del DECAIMIENTO, entendiendo que dicho fallo abarcará el lapso 

durante el cual dicho acto administrativo estuvo vigente, lapso durante el cual 

el acto administrativo gozó de presunción de legalidad.  

 

Lo anterior, por cuanto para que se produzca un fallo de mérito respecto 

de un acto administrativo, no se requiere que el mismo se encuentre 

produciendo efectos, tal como se sostuvo por esta Sección en 

providencia de fecha junio 15 de 19923, pues sólo el fallo de nulidad, al 

producir efectos ex tun, desvirtúa la presunción de legalidad que 

acompañó al acto administrativo mientras éste produjo sus efectos”4.  

 

Se trata de una línea jurisprudencial que concuerda con la que ha sido 

jurisprudencia constante en relación con la legitimidad del control ejercido 

sobre actos administrativos derogados; asunto en relación con el cual, desde 

la sentencia de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo de 14 de enero 

de 19915, se ha manifestado que basta con la vigencia pasada (incluso 

por un breve lapso) del acto para pronunciarse sobre su validez, ya que 

durante el tiempo que rigió éste pudo haber producido efectos que se 

seguirán presumiendo legítimos hasta el momento en que se produzca 

la invalidación de su fuente por el juez natural del acto6. Lo contrario 

sería confundir los conceptos de vigencia o eficacia con los de legalidad 

o validez del acto7 y negar el compromiso del Contencioso 

Administrativo con la intangibilidad del ordenamiento jurídico abstracto 

                                                 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, sentencia de 15 de 
junio de 1992, Exp. 1948. C.P.: Miguel González Rodríguez. 
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, sentencia de 3 de 
agosto de 2000, Exp. No. 5722. C.P.: Olga Inés Navarrete Barrero. En sentido similar, de la Sección 
Primera, la sentencia del 16 de febrero de 2001, Exp. 3531. C.P.: Olga Inés Navarrete Barrero; 
también, de la Sección Tercera, el auto del 28 de junio de 1996, Exp. 12005. C.P.: Carlos Betancur 
Jaramillo. Más reciente, véase, la sentencia de 2 de febrero de 2015 de la Sección Segunda, 
Subsección B, Rad. No. 11001-03-15-000-2014- 03237-00(AC). C.P.: Gerardo Arenas Monsalve. 
5 Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, sentencia del 14 de enero de 
1991, Rad. No. S-157. C.P. Carlos Gustavo Arrieta Padilla. 
6 Véase, entre otras, de la Sección Primera, las sentencias de 12 de noviembre de 1998, Exp. 5101. 
C.P.: Juan Alberto Polo Figueroa; o del 16 de febrero de 2001, Exp. 3531. C.P.: Olga Inés Navarrete 
Barrero. En sentido similar, de la Sección Segunda, la sentencia de 3 de junio de 2010, Rad. No. 
11001-03-25-000-2005- 00146-00. C.P.: Alfonso Vargas Rincón; Sección Tercera, la sentencia de 
14 de abril de 2010. Rad. No. 11001-03-26-000-2008-00101-00(36054)B. C.P.: Enrique Gil Botero; 
o la sentencia Sentencia del 30 de enero de 2013, de la Subsección “B”, Rad. No. 11001-03-26-000-
2003-00026-01 (25151 y 25152). C.P.: Stella Conto Díaz del Castillo; de la Sección Cuarta, la 
sentencia de 23 de enero de 2014, Rad. No. 11001-03-27-000- 2011-00015-00. C.P.: Carmen Teresa 
Ortiz de Rodríguez; o la sentencia de 4 de junio de 2009, Rad. No. 08001-23-31-000-2002-00640-
01(16085). C.P.: Héctor Romero Díaz. 
7 Al respecto, vid., Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, 
sentencia de 30 de octubre de 2015, Rad. No. 25000-23-41-000-2015-00543-01. C.P.: Alberto Yepes 
Barreiro. De acuerdo con lo expuesto en esta providencia, mientras que “la validez determina si el 
acto que nació a la vida jurídica, i.e. el acto que ya existe, ha sido generado con las condiciones de 
fondo y de forma que precisa la ley, so pena que mediante el control judicial respectivo, el acto pueda 
llegar a ser declarado nulo. La eficacia, como quedó establecido, hace referencia a que realmente el 
acto administrativo se realice, ejecute o cumpla, es decir, que produzca los efectos jurídicos previstos 
por la autoridad al momento de su expedición” 



(artículo 103 CPACA), para lo cual se le han reconocido notables 

facultades8.  

 

En definitiva, como lo ha señalado la jurisprudencia de esta Corporación, “no 

son los actos revocatorios de la Administración ni los derogatorios del 

Gobierno Nacional, sino las sentencias dictadas por los Jueces competentes 

de esta Jurisdicción, las decisiones con capacidad para restablecer el imperio 

de la legalidad”9.  

 

Por ende, entiende la Sala que no obstante recaer el juicio de legalidad sobre 

disposiciones administrativas que han perdido ya su fuerza ejecutoria, en 

tanto pasibles del control jurisdiccional, se procederá a realizar el análisis de 

legalidad correspondiente”.  (Resaltado nuestro) 

 

Por lo expuesto, dada la claridad que arroja la anterior línea jurisprudencial, el 

Despacho acogerá tales planteamientos que compaginan, en líneas generales, con 

los argumentos del apoderado de SOCOBUSES S.A. En consecuencia, mal haría 

este Juzgado en impedir que las pretensiones de la parte actora no lleguen hasta el 

final del trámite judicial por la sola razón de que las consecuencias jurídicas de los 

actos administrativos demandados han dejado de existir. Pues, como lo ha dicho la 

mencionada Corporación Judicial, basta con la vigencia de un acto administrativo 

para pronunciarse sobre su validez por parte del juez natural. 

 

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de 

Manizales:  

  

RESUELVE 

  

PRIMERO: NEGAR la terminación del proceso solicitada por la apoderada de la 

empresa de transportes Gran Caldas S.A. en el proceso que en ejercicio del medio 

de control de nulidad formuló la empresa SOCOBUSES S.A. en contra del Municipio 

de Manizales y el Municipio de Villamaría. 

  

SEGUNDO: Ejecutoriada la presente providencia continúese con la etapa 

subsiguiente, previas las anotaciones en el programa Justicia XXI. 

  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

                                                 
8 Durante algún tiempo la jurisprudencia sostuvo la imposibilidad de controlar estos actos y la efectuar 
un pronunciamiento de fondo. Se afirmaba entonces que “si la acción de nulidad solamente persigue 
el restablecimiento del orden legar vulnerado con un acto de la administración, desaparecido el acto 
por su derogatoria desaparece el interés jurídico del proceso y se debe entender que se ha obtenido 
el remedio que se pretendía lograr con el proceso de anulación.- De otro lado si anular es destruir 
para el futuro los efectos de un acto no puede la jurisdicción contencioso administrativa en 
providencia lograr tal destrucción, en relación con disposiciones que han dejado de tener vida 
jurídica.- Por ello, cuando al momento de fallar se encuentra derogada o revocada la decisión 
administrativa acusada solamente puede producirse una decisión inhibitoria por sustracción de 
materia”. Cfr. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, sentencia 
de 18 de julio de 1975. C.P.: Alfonso Arango Henao. 
9 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, sentencia de 21 de 
agosto de 2008, Rad. No. 11001-03-25-000-2002-00121-01(2549-02). C.P.: Bertha Lucía Ramírez 
de Páez. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  

RAMA JUDICIAL  

  

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES  

  

Manizales, tres (03) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

RADICADO: 17001-33-33-001-2018-00277-00  

MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA 

DEMANDANTE: MARLENY TANGARIFE GÓMEZ Y OTROS 

DEMANDADO: NACIÓN-DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMNISTRACIÓN 

JUDICIAL-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN y POLICÍA 

NACIONAL 

AUTO Nº 0440 

ESTADO Nº 024 DEL 06 DE MARZO DE 2023 

 

 

El Despacho realizó una verificación de los medios de prueba decretados y de los 

que ya se encuentran recaudados con el fin de evaluar la posibilidad de continuar 

con la etapa procesal subsiguiente. De la revisión, resultó que las pruebas 

documentales decretadas por solicitud de la Rama Judicial no reposan en el 

expediente, pese a que el Despacho remitió el respectivo oficio a la Policía Nacional 

de Colombia el 28 de octubre de 2020 (32OficioEnviadoPolicia.pdf) 

 

Por lo anterior, se requiere al apoderado de la Policía Nacional para que informe 

las acciones desplegadas para lograr el recaudo de los medios de prueba 

decretados por solicitud de la Rama Judicial, consistentes en:  

 

a) Aporte   copia   de   la   queja   formulada   por   la   señora MARLENY   

TANGARIFE   contra   los   Policías   Pérez   y   Damier González, el 31 

de diciembre de 2015. 

 

b) Se informe si a raíz de esta queja se abrió algún proceso disciplinario en 

contra de los uniformados, y se indique su estado actual. 

 

c) Se informe si a los patrulleros Pérez y Damier González se les inició 

alguna investigación disciplinaria por la vulneración de la cadena de 

custodia que alega la demandante y la supuesta omisión en atender la 

agresión que alias “corroncha” le propinó a la señora Marleny, y se indique 

su estado actual”. 

 

Dichos medios de prueba deberán allegarse de manera inmediata. 

 

Adicionalmente, los sujetos procesales deberán poner en conocimiento del 

Despacho las observaciones que tengan en cuanto a la ausencia de algún medio 

de prueba decretado y que aún no se haya practicado, distintos a los que se 



enunciaron en los párrafos anteriores, con el fin de dar mayor celeridad a esta etapa 

procesal. 

JPRC 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CLAUDIA YANETH MUÑOZ GARCÍA 

JUEZ 
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Juez
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  

RAMA JUDICIAL  

  

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES  

 

Manizales - Caldas, tres (03) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

RADICACIÓN: 17001-33-33-001-2018-00485-00 

MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA 

DEMANDANTE: MIGUEL ARCÁNGEL BELTRÁN PINEDA Y OTROS 

DEMANDADO: MUNICIPIO DE MANIZALES y CORPORACIÓN 

AUTÓNOMA REGIONAL DE CALDAS-

CORPOCALDAS 

LLAMADO EN GARANTÍA:  ALLIANZ SEGUROS DE VIDA S.A. 

ASUNTO RESUELVE LLAMAMIENTO EN GARANTÍA 

AUTO 0443 

ESTADO 024 DEL 06 DE MARZO DE 2023 

 

I. ASUNTO 

De conformidad con la constancia secretarial visible en PDF 12 del expediente híbrido, 

procede el despacho a pronunciarse sobre el llamamiento en garantía presentado por 

el llamado en garantía ALLIANZ SEGUROS DE VIDA S.A. en la contestación de 

demanda.   

II. CONSIDERACIONES 

El llamamiento en garantía se encuentra regulado expresamente en el artículo 225 del 

CPACA, al disponer que “Quien afirme tener derecho legal o contractual de exigir a un 

tercero la reparación integral del perjuicio que llegare a sufrir, o el reembolso total o 

parcial del pago que tuviere que hacer como resultado de la sentencia, podrá pedir la 

citación de aquel, para que en el mismo proceso se resuelva sobre tal relación.” 

 

El anterior precepto normativo, también señala los requisitos que debe contener el 

escrito de llamamiento, a saber: 

 

“1. El nombre del llamado y el de su representante si aquel no puede 

comparecer por sí al proceso. 

2. La indicación del domicilio del llamado, o en su defecto, de su 

residencia, y la de su habitación u oficina y los de su representante, según 

fuere el caso, o la manifestación de que se ignoran, lo último bajo 

juramento, que se entiende prestado por la sola presentación del escrito. 
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3. Los hechos en que se basa el llamamiento y los fundamentos de 

derecho que se invoquen. 

4. La dirección de la oficina o habitación donde quien hace el llamamiento 

y su apoderado recibirán notificaciones personales.” 

 

Finalmente, respecto a la oportunidad para realizar el llamamiento en garantía, el 

artículo 172 del CPACA, señala que este es procedente dentro del término de traslado 

de la demanda. 

 

Revisado el expediente, se encuentra que el llamado en garantía ALLIANZ SEGUROS 

DE VIDA S.A. presentó dentro del término otorgado por el artículo 225 del CPACA para 

intervenir en el proceso, y cumpliendo con los requisitos de la norma citada, 

llamamiento en garantía a AXA COLPATRIA SEGUROS SA con un porcentaje de 40% 

en virtud de la póliza número 021984159 / 0.  

 

Por lo anterior, y teniendo en cuenta que el llamamiento realizado cumple con todos 

los requisitos formales de acuerdo a lo prescrito en el artículo 225 del CPACA, se 

ordenara la notificación personal de este auto al representante legal de AXA 

COLPATRIA SEGUROS S.A. de conformidad con lo establecido en los artículos 66 y 

291 del CGP, a fin de que intervenga en el proceso, dentro de los quince (15) días 

siguientes a la referida notificación de acuerdo a lo preceptuado en el art. 225 del 

CPACA.  

III. DECISIÓN 

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de 

Manizales, 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: ADMITIR el llamamiento en garantía formulado por ALLIANZ SEGUROS 

S.A.  frente a AXA COLPATRIA SEGUROS S.A.  

 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE este auto al representante legal de 

la entidad llamada en garantía AXA COLPATRIA SEGUROS S.A. de conformidad con 

lo establecido en los artículos 66 del CGP y 199 del CPACA, a fin de que intervengan 

en el proceso, dentro de los quince (15) días siguientes a la referida notificación de 

acuerdo a lo preceptuado en el art. 225 del CPACA. 
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Si la notificación al llamado en garantía no se logra en el término de seis (6) meses, el 

llamamiento será ineficaz, de acuerdo a lo contemplado en el art. 66 del CGP. 

 

CUARTO: RECONOCER PERSONERÍA al abogado Gustavo Alberto Herrera Ávila 

identificado con la cédula de ciudadanía No. 19.395.114 y con tarjeta profesional de 

abogado no. 39.116 del Consejo Superior de la Judicatura para actuar en 

representación de ALLIANZ SEGUROS SA conforme al poder otorgado y que se 

encuentra visible en la hoja 54 del PDF 09 del expediente híbrido.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

CLAUDIA YANETH MUÑOZ GARCÍA 

JUEZ 

 

PAHD 

Firmado Por:

Claudia  Yaneth Muñoz Garcia

Juez
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  

RAMA JUDICIAL  

  

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES  

 

Manizales - Caldas, tres (03) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

RADICACIÓN: 17001-33-33-001-2018-00489-00 

MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA 

DEMANDANTE: HUGO FERNEY VALENCIA HENAO Y OTROS 

DEMANDADOS: DEPARTAMENTO DE CALDAS 

LLAMADO EN 

GARANTÍA: 

AXA COLPATRIA SEGUROS S.A. 

ASUNTO RESUELVE LLAMAMIENTO EN GARANTÍA 

AUTO 0451 

ESTADO 024 DEL 06 DE MARZO DE 2023 

 

I. ASUNTO 

De conformidad con la constancia secretarial visible en PDF 20 del expediente híbrido, 

procede el despacho a pronunciarse sobre el llamamiento en garantía presentado con 

la contestación de la demanda por el llamado en garantía AXA COLPATRIA 

SEGUROS S.A. 

II. CONSIDERACIONES 

 

El llamamiento en garantía se encuentra regulado expresamente en el artículo 225 del 

CPACA, al disponer que “Quien afirme tener derecho legal o contractual de exigir a un 

tercero la reparación integral del perjuicio que llegare a sufrir, o el reembolso total o 

parcial del pago que tuviere que hacer como resultado de la sentencia, podrá pedir la 

citación de aquel, para que en el mismo proceso se resuelva sobre tal relación.” 

 

El anterior precepto normativo, también señala los requisitos que debe contener el 

escrito de llamamiento, a saber: 

 

“1. El nombre del llamado y el de su representante si aquel no puede 

comparecer por sí al proceso. 

2. La indicación del domicilio del llamado, o en su defecto, de su 

residencia, y la de su habitación u oficina y los de su representante, según 
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fuere el caso, o la manifestación de que se ignoran, lo último bajo 

juramento, que se entiende prestado por la sola presentación del escrito. 

3. Los hechos en que se basa el llamamiento y los fundamentos de 

derecho que se invoquen. 

4. La dirección de la oficina o habitación donde quien hace el llamamiento 

y su apoderado recibirán notificaciones personales.” 

 

Finalmente, respecto a la oportunidad para realizar el llamamiento en garantía, el 

artículo 172 del CPACA, señala que este es procedente dentro del término de traslado 

de la demanda. 

 

Revisado el expediente, se encuentra que el llamado en garantía AXA COLPATRIA 

SEGUROS S.A. presentó dentro del término establecido por el artículo 225 del 

CPACA, y cumpliendo con los requisitos de la norma citada, llamamiento en garantía 

A ALLIANZ SEGUROS S.A. con un porcentaje de 30% y SEGUROS DEL ESTADO 

S.A. con un porcentaje de 30%, en virtud la póliza de responsabilidad civil número 

10000164, vigente para la época de los hechos. (PDF 15 Y 16) 

 

Por lo anterior, y teniendo en cuenta que el llamamiento realizado cumple con todos 

los requisitos formales de acuerdo a lo prescrito en el artículo 225 del CPACA, se 

ordenara la notificación personal de este auto a los representantes legales de ALLIANZ 

SEGUROS S.A. y de SEGUROS DEL ESTADO S.A. de conformidad con lo 

establecido en los artículos 66 y 291 del CGP, a fin de que intervenga en el proceso, 

dentro de los quince (15) días siguientes a la referida notificación de acuerdo a lo 

preceptuado en el art. 225 del CPACA.  

 

III. DECISIÓN 

 

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de 

Manizales, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: ADMITIR el llamamiento en garantía formulado por AXA COLPATRIA 

SEGUROS S.A. frente a ALLIANZS SEGUROS S.A. y de SEGUROS DEL ESTADO 

S.A.   
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SEGUNDO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE este auto a los representantes 

legales de las entidades llamadas en garantía ALLIANZS SEGUROS S.A. y de 

SEGUROS DEL ESTADO S.A.  de conformidad con lo establecido en los artículos 66 

del CGP y 199 del CPACA, a fin de que intervengan en el proceso, dentro de los quince 

(15) días siguientes a la referida notificación de acuerdo a lo preceptuado en el art. 225 

del CPACA. 

 

Si la notificación al llamado en garantía no se logra en el término de seis (6) meses, el 

llamamiento será ineficaz, de acuerdo a lo contemplado en el art. 66 del CGP. 

 

CUARTO: RECONOCER PERSONERÍA al abogado GERMAN BURITICÁ ROCHA, 

identificado con la cédula de ciudadanía N° 18.391.031 y tarjeta profesional N° 72.319 

del Consejo Superior de la Judicatura, para actuar en representación de AXA 

COLPATRIA SEGUROS S.A. conforme al poder otorgado y que se encuentra visible 

en los PDF 10, 11 y 12 del expediente híbrido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

CLAUDIA YANETH MUÑOZ GARCÍA 

JUEZ 

PAHD 

Firmado Por:

Claudia  Yaneth Muñoz Garcia

Juez

Juzgado Administrativo
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES 

 

Manizales, tres (3) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

RADICACIÓN: 170013333001-2019-00034-00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: ADRIANA MARIA LONDOÑO MORALES  

DEMANDADA: FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN 

AUTO nº: 450 

ESTADO nº: 23 DEL 06 DE MARZO DE 2023 

 

Encuentra el despacho, que mediante auto del día 24 de noviembre de 2022 se 

decretó una prueba de oficio requiriendo a La Nación- Fiscalía General de la Nación 

que allegará certificación acerca de una información relacionada con la señora 

Adriana María Londoño Morales.  

 

Al respecto la entidad mencionada el día 02 de diciembre de 2022 dio respuesta al 

requerimiento efectuado como se observa en los archivos 16 y 17 del expediente 

digital, no obstante lo anterior observa el despacho que no hay claridad respecto a 

alguna de la información, específicamente en lo que respecta al tiempo en que la 

señora Londoño Morales ha ocupado el cargo de técnico de investigador en la 

Fiscalía General de la Nación y el grado del mismo, pues en la constancia de 

servicios aportada no se logra establecer con claridad hasta que fecha se ha 

desempeñado en dicho cargo. 

  

Igualmente, tampoco se establecieron los salarios y prestaciones que devengaban 

los empleados que ocupaban el cargo de Técnico Investigador en el grado que ha 

ocupado la señora Adriana María Londoño Morales durante el tiempo que duró la 

incapacidad, esto es, desde el 15 de marzo de 2016 hasta el 29 de julio de 2017, 

pues en el certificado aportado solo se alude a la asignación básica, pero no se 

certifica información respecto a lo que materialmente devengaron quienes ocuparon 

el cargo.  
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En ese sentido se REQUIERE por SEGUNDA VEZ a la FISCALIA GENERAL DE LA 

NACIÓN para que en el término de diez (10) días allegue certificación de la siguiente 

información; 

 

-Desde qué fecha y hasta qué fecha, la señora Adriana María Londoño Morales ha 

ocupado el cargo de Técnico Investigador en la Fiscalía General de la Nación y cuál 

es el grado del mismo. Para lo cual se deberá especificar claramente los extremos 

calendario, es decir desde qué fecha y hasta que fecha la señora Londoño Morales 

ocupó dicho cargo. 

 

- Cuáles son los salarios y prestaciones que devengaban los empleados que 

ocupaban el cargo de Técnico Investigador en el grado que ha ocupado la señora 

Adriana María Londoño Morales durante el tiempo que duró la incapacidad, esto es, 

desde el 15 de marzo de 2016 hasta el 29 de julio de 2017. Para lo cual deberá 

establecer materialmente cuales fueron los salarios y las prestaciones que 

devengaron quienes ocuparon dicho cargo y no limitarse a certificar simplemente 

los ingresos salariales. 

  

Una vez allegada la prueba solicitada, REGRESE el proceso a Despacho para 

continuar con el trámite del proceso.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

CLAUDIA YANETH MUÑOZ GARCÍA 

JUEZ 

Firmado Por:

Claudia  Yaneth Muñoz Garcia

Juez

Juzgado Administrativo
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL  

  
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES  

  
 

Manizales, tres (03) de marzo de dos mil veintitrés (2023) 

 
RADICADO: 17001-33-33-001-2019-00358-00   

MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: MARICEL FARFÁN AVILA  

DEMANDADO: E.S.E HOSPITAL SAN FELIX DE LA DORADA CALDAS 

AUTO No  00445 

ESTADO No  24 DEL 06 DE MARZO DE 2023 

   
 

Observa el despacho que en la audiencia de pruebas celebrada el 12 de diciembre 

de 2022 con respecto al testimonio del señor Antonio María Gómez decretado como 

prueba del Hospital San Félix de la Dorada-Caldas, la apoderada de dicha entidad 

manifestó que tuvo comunicación con él, pero que para ese día estaba en un 

compensatorio, que no podía asistir y que enviaría una excusa en el momento 

oportuno.  

 

En razón de ello la apoderada de la entidad demandada manifestó insistir en dicha 

prueba, ante lo cual el Despacho otorgó el término contemplado en el artículo 218 

del Código General del Proceso, vencido el cual, en caso de presentarse la excusa 

se programaría audiencia para culminar el recaudo de la prueba testimonial. 

 

No obstante lo anterior, el señor Antonio María Gómez, no presentó la excusa dentro 

de los tres (3) siguientes a la audiencia, por lo que no hay lugar a reprogramar su 

testimonio.  

 

Aunado a ello, se observa que el Hospital San Félix de La Dorada- Caldas el día 25 

de enero de 2023, allegó la prueba documental decretada de oficio en la audiencia 

inicial del día 09 de noviembre de 2022, requerida en la audiencia de pruebas del 

12 de diciembre del mismo año y mediante auto del 24 de enero de 2023, tal como 

se observa en los archivos 23 y 24 del expediente digital.   

 

De esta manera, considera esta instancia judicial que no existen más pruebas por 

practicar, motivo por el cual se cierra el periodo probatorio en el presente proceso.  

 

Así pues, encontrándose agotadas las etapas previas para el adelantamiento válido 

del proceso, se corre traslado a las partes para que presenten sus ALEGATOS DE 

CONCLUSIÓN dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación de esta 



providencia. El Ministerio Público, en este mismo lapso, podrá presentar su 

concepto. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  
 
 

CLAUDIA YANETH MUÑOZ GARCÍA 
JUEZ  

Firmado Por:

Claudia  Yaneth Muñoz Garcia

Juez

Juzgado Administrativo
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  

RAMA JUDICIAL  

  

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES  

 

Manizales - Caldas, tres (03) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

RADICACIÓN: 17001-33-33-001-2020-00057-00 

MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA 

DEMANDANTE: GIOVANNY GAVIRIA ZULUAGA-BEATRIZ ELENA MARIN 

(en representación de su hijo menor SAMUEL GAVIRIA 

MARIN) -LUZ EDDY ZULUAGA OSORIO 

DEMANDADO: MUNICIPIO DE MANIZALES-SECRETARIA DE 

TRANSITO Y TRANSPORTE, AGUAS DE MANIZALES SA 

ESP e INGENIERO DANIEL EDUARDO SARASTY 

MONCADA 

LLAMADOS EN 

GARANTÍA: 

ALLIANZ SEGUROS S.A., SEGUROS GENERALES 

SURAMERICANA S.A. compañía absorbente de ROYAL & 

SUN ALLIANCE SEGUROS S.A., INGEOYSIS S.A.  

ASUNTO RESUELVE LLAMAMIENTO EN GARANTÍA 

AUTO 0444 

ESTADO 024 DEL 06 DE MARZO DE 2023 

 

I. ASUNTO 

 

De conformidad con la constancia secretarial visible en PDF 34 del expediente híbrido, 

procede el despacho a pronunciarse sobre el llamamiento en garantía presentado con 

la contestación de la demanda por INGEOYSIS S.A.  

 

II. CONSIDERACIONES 

 

El llamamiento en garantía se encuentra regulado expresamente en el artículo 225 del 

CPACA, al disponer que “Quien afirme tener derecho legal o contractual de exigir a un 

tercero la reparación integral del perjuicio que llegare a sufrir, o el reembolso total o 

parcial del pago que tuviere que hacer como resultado de la sentencia, podrá pedir la 

citación de aquel, para que en el mismo proceso se resuelva sobre tal relación.” 
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El anterior precepto normativo, también señala los requisitos que debe contener el 

escrito de llamamiento, a saber: 

 

“1. El nombre del llamado y el de su representante si aquel no puede 

comparecer por sí al proceso. 

2. La indicación del domicilio del llamado, o en su defecto, de su 

residencia, y la de su habitación u oficina y los de su representante, según 

fuere el caso, o la manifestación de que se ignoran, lo último bajo 

juramento, que se entiende prestado por la sola presentación del escrito. 

3. Los hechos en que se basa el llamamiento y los fundamentos de 

derecho que se invoquen. 

4. La dirección de la oficina o habitación donde quien hace el llamamiento 

y su apoderado recibirán notificaciones personales.” 

 

Finalmente, respecto a la oportunidad para realizar el llamamiento en garantía, el 

artículo 172 del CPACA, señala que este es procedente dentro del término de traslado 

de la demanda. 

 

Revisado el expediente, se encuentra que el llamado en garantía INGEOYSIS S.A. 

presentó dentro del término de contestación de la demanda, y cumpliendo con los 

requisitos de la norma citada, llamamiento en garantía a SEGUROS DEL ESTADO 

S.A., en virtud de la Póliza de Seguro de Cumplimiento Particular N° 42-45-101031932, 

con vigencia 29/11/2016 hasta el 03/04/2020. (Página 28 del pdf 24).  

 

Por lo anterior, y teniendo en cuenta que el llamamiento realizado cumple con todos 

los requisitos formales de acuerdo a lo prescrito en el artículo 225 del CPACA, se 

ordenara la notificación personal de este auto al representante legal de SEGUROS 

DEL ESTADO S.A.  de conformidad con lo establecido en los artículos 66 y 291 del 

CGP, a fin de que intervenga en el proceso, dentro de los quince (15) días siguientes 

a la referida notificación de acuerdo a lo preceptuado en el art. 225 del CPACA.  

 

III. DECISIÓN 

 

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de 

Manizales, 

 

RESUELVE: 
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PRIMERO: ADMITIR el llamamiento en garantía formulado por INGEOYSIS S.A. a 

SEGUROS DEL ESTADO S.A.   

 

 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE este auto al representante legal de 

la entidad llamada en garantía SEGUROS DEL ESTADO S.A.  de conformidad con lo 

establecido en los artículos 66 del CGP y 199 del CPACA, a fin de que intervengan en 

el proceso, dentro de los quince (15) días siguientes a la referida notificación de 

acuerdo a lo preceptuado en el art. 225 del CPACA. 

 

Si la notificación al llamado en garantía no se logra en el término de seis (6) meses, el 

llamamiento será ineficaz, de acuerdo a lo contemplado en el art. 66 del CGP. 

 

CUARTO: RECONOCER PERSONERÍA al abogado EDEN FÉLIX NIETO, identificado 

con la cédula de extranjería No. 391.491, abogado en ejercicio con Tarjeta Profesional 

Nº 297.003 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en calidad de apoderado 

judicial del señor DANIEL EDUARDO SARASTY MONCADA, conforme al poder 

otorgado visible en la página 218 del pdf 11 del expediente híbrido.  

 

RECONOCER PERSONERÍA a la abogada ADRIANA ZULUAGA ZULUAGA, 

identificada con la cédula de ciudadanía No. 30.289.286 y Tarjeta Profesional Nº  

88.012 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en calidad de apoderado 

judicial del MUNICIPIO DE MANIZALES, conforme al poder otorgado visible en el pdf 

PODER GIOVANNI GAVIRIA Y OTROS de la carpeta 

15ContestacionMunicipioManizales del expediente híbrido. 

 

RECONOCER PERSONERÍA al abogado SEBASTIÁN GIRALDO ROJAS, 

identificado con la cédula de ciudadanía No. 1.053.776.695 y Tarjeta Profesional Nº  

228.091 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en calidad de apoderado 

judicial de AGUAS DE MANIZALES S.A. E.S.P., conforme al poder otorgado visible en 

el pdf 1.PODER de la carpeta 14ContestacionAguasManizales del expediente híbrido. 

 

RECONOCER PERSONERÍA al abogado JUAN CARLOS LOAIZA LÓPEZ, 

identificado con la cédula de ciudadanía 10.259.616, abogado en ejercicio con Tarjeta 

Profesional Nº 74.732 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en calidad de 

apoderado judicial del ente societario que gira bajo la razón social de INGEOYSIS S.A. 

conforme al poder otorgado visible en el pdf 24 del expediente híbrido.  
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RECONOCER PERSONERÍA al abogado HÉCTOR JAIME GIRALDO DUQUE, 

identificado con la cédula de ciudadanía 9.870.052, abogado en ejercicio con Tarjeta 

Profesional Nº 142.328 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en calidad de 

apoderado judicial de SEGUROS GENERALES SURAMERICANA S.A. compañía 

absorbente de ROYAL & SUN ALLIANCE SEGUROS S.A. conforme al poder otorgado 

visible en la página 218 del pdf 26 del expediente híbrido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

CLAUDIA YANETH MUÑOZ GARCÍA 

JUEZ 

PAHD 

Firmado Por:

Claudia  Yaneth Muñoz Garcia

Juez

Juzgado Administrativo

001

Manizales - Caldas
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES 

 

Manizales, tres (03) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

RADICADO: 17001-33-33-001-2021-00240- 00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

ACCIONANTE: GLORIA INÉS GÓMEZ VALENCIA 

ACCIONADA: FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO 

AUTO: 442 

ESTADO: 024 DEL 06 DE MARZO DE 2023 

 
 
En consideración a que en el expediente no se encuentra evidencia alguna 

relacionada con el cumplimiento de las órdenes impartidas a la parte actora 

tendiente a recaudar las pruebas que fueran decretadas en el proceso; SE 

REQUIERE POR SEGUNDA VEZ a la parte demandante para que informe las 

actuaciones desplegadas tendientes a obtener dicha información y así poder 

continuar con el trámite del proceso.  

 

Se deja constancia que el Despacho remitió por secretaría cada uno de los 

memoriales con el fin de recaudar las pruebas necesarias para adoptar una decisión 

de fondo. La inobservancia a estas órdenes acarreará las consecuencias 

procesales que establezca la ley. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

 

CLAUDIA YANETH MUÑOZ GARCÍA 

JUEZ  
JPRC 
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Claudia  Yaneth Muñoz Garcia

Juez

Juzgado Administrativo
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES 

 

Manizales, tres (03) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

RADICADO: 17001-33-33-001-2021-00241- 00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

ACCIONANTE: MIGUEL ÁNGEL GONZÁLEZ VÉLEZ 

ACCIONADA: FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO 

AUTO: 0441 

ESTADO: 024 DEL 06 DE MARZO DE 2023 

 
 
En consideración a que en el expediente no se encuentra evidencia alguna 

relacionada con el cumplimiento de las órdenes impartidas a la parte actora 

tendiente a recaudar las pruebas que fueran decretadas en el proceso; SE 

REQUIERE POR SEGUNDA VEZ a la parte demandante para que informe las 

actuaciones desplegadas tendientes a obtener dicha información y así poder 

continuar con el trámite del proceso.  

 

Se deja constancia que el Despacho remitió por secretaría cada uno de los 

memoriales con el fin de recaudar las pruebas necesarias para adoptar una decisión 

de fondo. La inobservancia a estas órdenes acarreará las consecuencias 

procesales que establezca la ley. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

 

CLAUDIA YANETH MUÑOZ GARCÍA 

JUEZ  
JPRC 
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Constancia Secretarial.  
 
A despacho de la señora juez el expediente informando que el Tribunal 
Administrativo de Caldas confirmó, el auto proferido por este Despacho el día 14 de 
octubre de 2022 en cuanto dispuso negar la medida cautelar solicitada por la 
demandante, dentro del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 
formulado por la señora Flor Elena Aguirre Moscoso en contra del Municipio de la 
Dorada Caldas. 
 
 
Eugenia Arroyave Ríos 
Citadora  
 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES 

           
 

Manizales Caldas, tres (03) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 
 

 

RADICADO 17001-33-33-001-2021-00305-00 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE FLOR ELENA AGUIRRE MOSCOSO  

DEMANDADO MUNICIPIO DE LA DORADA- CALDAS 

AUTO 0452 

ESTADO 024 DEL 06 DE MARZO DE 2023 

 
 

Estese a lo resuelto por el Honorable Tribunal Administrativo de Caldas en 

providencia del diecisiete (17) de febrero de 2023, por medio de la cual confirmó el 

auto proferido por este Despacho el día 14 de octubre de 2022 en cuanto dispuso 

negar la medida cautelar solicitada por la parte demandante, dentro del proceso de 

la referencia. 

 

Ejecutoriada esta providencia continúese con la etapa procesal pertinente.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

CLAUDIA YANETH MUÑOZ GARCÍA 

JUEZ 

Firmado Por:



Claudia  Yaneth Muñoz Garcia

Juez

Juzgado Administrativo

001

Manizales - Caldas
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: ae2a3213cbe396cd876cc0d9d5edba9ba552591bc2a399f2c385fdba7d165e3c

Documento generado en 03/03/2023 04:40:15 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL  

  
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES  

  
 

Manizales, tres (03) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 
 

 
RADICADO: 17001-33-33-001-2022-00019-00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: ÁNGELA LORENA TRUJILLO RAMÍREZ 

DEMANDADOS: LA NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO y DEPARTAMENTO DE CALDAS 

AUTO: 0454 

ESTADO: 024 DEL 06 DE MARZO DE 2023 

 
    

Agotadas como se encuentran las etapas de resolución de excepciones previas, 

fijación del litigio y decreto e incorporación de pruebas el Despacho, en virtud de lo 

consignado en el inciso final del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011, le CORRE 

TRASLADO A LAS PARTES para que presenten sus ALEGATOS DE 

CONCLUSIÓN, dentro de un término de diez (10) días siguientes a la notificación 

de esta providencia. El Ministerio Público, en este mismo lapso, podrá presentar su 

concepto. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

CLAUDIA YANETH MUÑOZ GARCÍA 
JUEZ 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL  

  
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES  

  
 

Manizales, tres (03) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 
 

 
RADICACIÓN: 170013333001-2022-00020-00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: LUZ VIVIAN ARCILA FRANCO 

DEMANDADOS: 
LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL -
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO y DEPARTAMENTO DE CALDAS 

ASUNTO: TRASLADO ALEGATOS 

AUTO N.º: 0455 

NOTIFICACIÓN: ESTADO No. 024 DEL 06 DE MARZO DE 2023 

 
    

Agotadas como se encuentran las etapas de resolución de excepciones previas, 

fijación del litigio y decreto e incorporación de pruebas el Despacho, en virtud de lo 

consignado en el inciso final del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011, le CORRE 

TRASLADO A LAS PARTES para que presenten sus ALEGATOS DE 

CONCLUSIÓN, dentro de un término de diez (10) días siguientes a la notificación 

de esta providencia. El Ministerio Público, en este mismo lapso, podrá presentar su 

concepto. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

CLAUDIA YANETH MUÑOZ GARCÍA 
JUEZ 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES 

 

Manizales, tres (03) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

RADICACIÓN: 170013333001-2022-00320-00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: OBEIN DE JESÚS ARIAS DÍAZ 

DEMANDADOS: 

LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL -

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO y DEPARTAMENTO DE CALDAS 

ASUNTO: FIJA LITIGIO E INCORPORA PRUEBAS 

AUTO N.º: 0446 

NOTIFICACIÓN: ESTADO No. 024 DEL 06 DE MARZO DE 2023 

 

I. ASUNTO 

 

El Juzgado procede a continuar con el trámite en el proceso de la referencia de 

conformidad con la Ley 1437 de 2011 modificada por la Ley 2080 de 2021. 

 

II. CONSIDERACIONES 

2.1. Sobre las excepciones previas  

Las entidades demandadas no presentaron excepciones con este carácter ni el 

Despacho encuentra alguna que deba declararse de oficio.  

Lo anterior, en atención a que la excepción de caducidad propuesta como previa 

por La Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio no tiene tal carácter, toda vez que no está contemplada en 

el catálogo taxativo de excepciones del artículo 100 del Código General del 

Proceso. Ello en concordancia con el numeral 3 del artículo 182 A del CPACA que 

establece que, en el caso de hallarse configurado este fenómeno jurídico en 

cualquier etapa del proceso, lo procedente es dictar sentencia anticipada previo 

traslado de alegatos, por lo que al no avizorarse su configuración en el control 

temprano del proceso que se hace al momento de la admisión ni con las pruebas y 

argumentos que aporta la entidad demandada para sustentarla, se convierte en un 

asunto que amerita pronunciamiento únicamente hasta la sentencia que ponga fin 

a la instancia.  

No obstante lo anterior, se evidencia primigeniamente en el caso bajo estudio que la 

oposición de la entidad demandada se basa en que expidió un acto expreso por 

medio del cual contestó la solicitud el 24 de septiembre de 2021, razón que impone 



Página 2 de 11 
 

desestimar el acto ficto demandado por la entidad y contar entonces el término de 

cuatro (4) meses para efectos de la caducidad de la acción. 

Pese a lo manifestado, lo cierto es que la demanda se interpuso el 28 de septiembre 

de 2022, aduciendo la parte demandante no haber recibido respuesta por parte de 

las entidades demandadas y, aun cuando el FNPSM aporta el acto administrativo 

con el que aduce haber dado respuesta a la reclamación administrativa el 24 de 

septiembre de 2021, no aporta la constancia de notificación del mismo, carga 

procesal que evidentemente le correspondía para poder sustentar probatoriamente 

la excepción que propuso como previa. 

2.2. De la procedencia de sentencia anticipada. Premisa normativa  

El artículo 182A de la Ley 1437 de 2021, modificada y adicionada por la Ley 2080 

de 2021, advierte:  

 

ARTÍCULO 182A. SENTENCIA ANTICIPADA. <Artículo adicionado por el 

artículo 42 de la Ley 2080 de 2021. El nuevo texto es el siguiente:> Se podrá 

dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;  

 

b) Cuando no haya que practicar pruebas; 

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas 
con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado 
tacha o desconocimiento; 

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 
inconducentes o inútiles. 

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia.  

  

Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por 

escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código. 

 

(…)  

 

PARÁGRAFO. En la providencia que corra traslado para alegar, se indicará la 

razón por la cual dictará sentencia anticipada. Si se trata de la causal del 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#173
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#181
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#179
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#180
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numeral 3 de este artículo, precisará sobre cuál o cuáles de las excepciones se 

pronunciará.   

 

Surtido el traslado mencionado se proferirá sentencia oral o escrita, según se 

considere. No obstante, escuchados los alegatos, se podrá reconsiderar la 

decisión de proferir sentencia anticipada. En este caso continuará el trámite del 

proceso.  

 

De conformidad con lo citado, es posible dictar sentencia anticipada cuando se trate 

de asuntos de puro derecho, cuando no haya que practicar pruebas, cuando sea 

suficiente con las que reposan en el expediente o cuando las solicitadas por las 

partes sean impertinentes, inconducentes e inútiles. 

 

2.3. Tesis del Despacho  

En el presente caso es posible proferir sentencia anticipada y prescindir de la 

audiencia inicial, por tratarse de un asunto de puro derecho y contar con las pruebas 

necesarias para fallar el asunto. Bajo este entendido se realizará la fijación del litigio 

y la incorporación de los medios de prueba. 

2.4. Fijación del litigio  

 

De conformidad con la demanda y las contestaciones, así como los medios de 

prueba aportados por las partes, el Despacho presenta el resumen de los puntos a 

los que finalmente se contrae el litigio. Con los documentos que obran en el 

expediente se puede tener por probado:   

 

1. La parte demandante presentó reclamación administrativa ante el Departamento 

de Caldas- Secretaría de Educación- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio para el reconocimiento y pago de la sanción mora por inoportuna 

consignación de cesantías y el pago tardío de los intereses del año 2020 el 28 de 

julio de 2021, petición que configuró el acto ficto que negó la solicitud el 28 de 

octubre de 2021. Hecho documentado en las páginas 57 a 61 del archivo 

“02AnexosDemanda202200320.pdf” del expediente. 

 

2. Al accionante le liquidaron cesantías por el año 2020 por valor de $4.445.102 y 

le realizaron el pago de los intereses a las cesantías correspondientes a la vigencia 

2020 el 27 de marzo de 2021. Hecho documentado en las páginas 71-72 del archivo 

“02AnexosDemanda202200320.pdf” del expediente. 

En este contexto, la parte actora reclama la nulidad de los actos administrativos 

mencionados a través de los cuales se niega el reconocimiento y pago de la sanción 

mora, por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 

50/1990, artículo 99, equivalente a un (1) día de salario, por cada día de retardo, 
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contado desde el 15 de febrero de 2021, fecha en que debió efectuarse el pago de 

las cesantías del año 2020, en el respectivo fondo prestacional y hasta el momento 

en que se acredite el pago de los valores correspondientes en la cuenta individual 

del docente, así mismo, la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 

cesantías que se encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la ley 

50 de 1990 y Decreto 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superando el término legal, esto es, después de 31 de enero de 2021. 

 

El Ministerio de Educación Nacional -Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio (archivo 06ContestacionDemandaFomag.pdf), se opuso a 

la prosperidad de las pretensiones de la demanda y manifestó que las cesantías de 

la parte demandante fueron debidamente tramitadas conforme al régimen especial 

establecido en el inciso 2, del numeral 3 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989 y el 

Acuerdo No. 39 de 1998 “Por el cual se establece el procedimiento para el 

reconocimiento y pago de los intereses a las cesantías de los docentes afiliados al 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio” expedido por el Consejo 

Directivo del FOMAG. Precisando como relevante que, tal como lo corroboró el 

Consejo de Estado en Sentencia del 24 de enero de 2019, número interno: 4854-

2014, el sistema de cálculo de los intereses de las cesantías de los docentes de 

FOMAG es mucho más beneficioso que el de los demás trabajadores del país, 

teniendo en cuenta que al tenor de lo establecido en el artículo primero del acuerdo 

se pagará un interés anual sobre el saldo de las cesantías existentes a 31 de 

diciembre de cada año (aplicando al valor acumulado de cesantía la tasa de interés 

que de acuerdo con la certificación de la Superintendencia Bancaria haya sido la 

comercial promedio efectiva de captación del sistema financiero durante el mismo 

periodo).  

 

Aduce que los intereses de las cesantías de los docentes fueron liquidadas 

conforme al régimen y procedimiento especial establecido en el Acuerdo No. 39 de 

1998 “Por el cual se establece el procedimiento para el reconocimiento y pago de 

los intereses a las cesantías de los docentes afiliados al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio” expedido por el Consejo Directivo del 

FOMAG, pretendiéndose por el apoderado judicial de los demandantes que, a los 

docentes se le aplique un esquema normativo que les resulta mucho menos 

beneficioso que el de su régimen especial.  

 

Así mismo indicó que, a diferencia de lo dispuesto para los Fondos Privados de 

Cesantías y del Fondo Nacional del Ahorro, el esquema de manejo de las cesantías 

de los docentes del FOMAG tiene vedada la posibilidad de aperturar cuentas 

individuales para cada uno de sus afiliados. Lo anterior se explica a partir de la 

naturaleza y estructura de este fondo cuenta, la cual surge a partir de lo dispuesto 
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por el propio legislador en las normas vigentes que gobiernan su funcionamiento y 

segundo, los valores que corresponden a las cesantías no se consignan sino que 

ya están presupuestados y trasladados al fondo, desde el primer mes de cada 

vigencia.  

 

Luego de un análisis pormenorizado del procedimiento que se sigue para garantizar 

la disponibilidad de las cesantías de los docentes arribó a las siguientes 

conclusiones:  

 

1. Esta norma es de aplicación exclusiva para trabajadores particulares y no para 

los docentes afiliados al FOMAG quienes tiene norma especial, y se les aplica para 

el pago de los intereses a las cesantías el artículo 15 de la Ley 91 de 1989.  

 

2. Las cesantías de los docentes afiliados al FOMAG son prepagadas al fondo 

mediante el descuento mensual en el presupuesto nacional de los recursos que van 

a ingresar de la nación a las entidades territoriales, así mismo, se garantizan con el 

giro anual que hace Ministerio de Hacienda de los recursos que están en el Fondo 

Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET) perteneciente a 

cada entidad territorial al FOMAG.  

 

3. Existe una imposibilidad operativa de que exista sanción mora por consignación 

tardía, si al 31 de diciembre de cada vigencia los recursos que garantizan la totalidad 

de cesantías de los docentes ya se encuentran girados al FOMAG.  

 

4. Los empleadores de los docentes afiliados al FOMAG son las entidades 

territoriales de conformidad con las normas citadas anteriormente, en ese sentido, 

el fondo no comparte dicha calidad debido a que solo es un patrimonio autónomo 

cuya finalidad es el pago de las prestaciones de los docentes, siendo improcedente 

que se demande al fondo quien no ostenta la calidad de “empleador”, existiendo 

falta de legitimación en la causa por pasiva. 

  

5. Las entidades territoriales no hacen depósito de recursos entendida como la 

“consignación de cesantías”, únicamente desarrollan antes del 5 de febrero de la 

vigencia siguiente la actividad operativa de “liquidación del valor de las cesantías” 

debido a que los recursos ya se encuentran en el fondo.  

 

6. De aplicar a los docentes afiliados al FOMAG la Ley 52 de 1975, se desmejorarían 

sus condiciones respecto de la prestación “intereses a las cesantías” debido a que 

las condiciones dadas por su régimen especial son más favorables que las 

otorgadas para el régimen general, debido a que la liquidación de intereses para los 

docentes afiliados al FOMAG se realiza sobre el total del saldo acumulado de 
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cesantías y con una tasa superior a la descrita en la norma general, que 

corresponde al DTF certificado por la Superintendencia Financiera de Colombia.  

 

7. Respecto a la posibilidad del trabajador de escoger el fondo de cesantías que en 

la norma en cita se describe como “que el mismo elija”, es un hecho de imposible 

aplicación porque todos los docentes oficiales por norma especial deben ser 

afiliados al FOMAG, por lo tanto, no hay escogencia de fondo por parte de los 

docentes.  

 

8. Lo pretendido por el demandante es la transgresión del principio de 

inescindibilidad de la ley, esto es, la aplicación parcial en relación con la totalidad 

del cuerpo normativo al que pertenece, buscando con esto aplicar de una norma 

solamente la parte que le beneficia, infracción prohibida en la ley y la jurisprudencia.  

En virtud de lo anteriormente anotado, solicitó negar las pretensiones de la 

demanda, pues el acto administrativo demandado se ciñó a las normas legales 

aplicables a la materia. 

 

El Departamento de Caldas (archivo 08ContestacionDemandaDeptoCaldas.pdf) 

señala que lo pretendido por la parte demandante es la extensión de unos efectos 

que no tiene la norma, toda vez que, los mismos son propios del régimen privado 

de cesantías y no del régimen especial al cual pertenecen por tratarse de afiliados 

al régimen especial del que gozan los miembros del magisterio. La Secretaría de 

Educación del Departamento de Caldas no cancela las cesantías de los docentes, 

las cesantías de los docentes afiliados al FOMAG son prepagadas al fondo 

mediante los descuentos mensuales, por esa misma entidad. 

 

Refiere que con lo solicitado se viola el principio de Inescindibilidad de la Ley o 

Conglobamiento, toda vez que se pretende la aplicación parcial en relación con la 

totalidad del cuerpo normativo al que pertenece, buscando con esto aplicar de una 

norma solamente la parte que lo beneficia. 

 

Explica que las cesantías de los docentes afiliados al FOMAG son prepagadas al 

fondo, mediante el descuento mensual en el presupuesto nacional de los recursos 

que van a ingresar de la nación a las entidades territoriales, así mismo, se 

garantizan con el giro anual que hace el Ministerio de Hacienda de los recursos que 

están en el Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET) 

perteneciente a cada entidad territorial al FOMAG. Los recursos para el pago de 

prestaciones de docentes materialmente no ingresan a las arcas del Departamento 

de Caldas mes a mes. La destinación de estos recursos referente a aportes y otras 

prestaciones sociales, ingresan directamente al administrador del fondo en este 

caso La Fiduprevisora S.A.  
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Así las cosas, existe una imposibilidad operativa de que exista indemnización 

moratoria por consignación tardía, si al 31 de diciembre de cada vigencia los 

recursos que garantizan la totalidad de cesantías de los docentes ya se encuentran 

girados al FOMAG. 

 

Propone la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva con 

fundamento en que la demanda debió dirigirse en forma exclusiva contra del 

Ministerio de Educación Nacional – Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

entidad facultada para el reconocimiento, liquidación y pago de pensiones y demás 

prestaciones a los docentes y directivos docentes y también contra la Fiduciaria la 

Previsora, por ser la entidad encargada exclusivamente del pago de la prestación. 

 

En el anterior contexto, el Despacho propone como problemas jurídicos que deben 

resolverse en esta instancia los siguientes: 

• ¿Es procedente el reconocimiento y pago a los docentes de la sanción 

moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, por la consignación 

de las cesantías anualizadas después del 15 de febrero de la vigencia 

siguiente a la que se causan?  

• ¿Hay lugar al pago a los docentes de la indemnización por el pago tardío de 

los intereses a las cesantías establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, 

la Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991? 

Con la respuesta que se emita para los problemas jurídicos se solventará el litigio. 

 

Se recuerda que la anterior fijación del litigio no impide que en la sentencia se 

puedan analizar otros medios de prueba que reposen en el expediente y que se 

consideren relevantes para la solución definitiva de lo alegado. La fijación no 

imposibilita al Juzgado para variar, puntualizar o modificar el problema jurídico en la 

sentencia, de acuerdo al análisis que se desarrolle en la misma. 

2.5. Sobre las pruebas  

 

2.5.1. Parte demandante 

 

a. Las que se incorporan  

 

Ténganse como pruebas los documentos que reposan en el expediente entre las 

páginas 57 a 318 del archivo “02AnexosDemanda202200230.pdf” del expediente 

virtual. Los mismos serán valorados en su debida oportunidad legal toda vez que 

no fueron tachados de falsos ni desconocidos por las partes. 

 

b. Las que se solicitan 
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- OFICIAR al DEPARTAMENTO DE CALDAS, para que se sirva allegar: 

1. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de los 

mandantes las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 en el 

Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. Pidiendo 

igualmente en este punto: 

• Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, 

donde aparezca el nombre del docente, el valor exacto consignado y la copia 

del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite presupuestal 

que ocasionó la erogación del gasto por este concepto. 

• Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se realizó 

algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado algún pago – 

consignación – por concepto de las cesantías que corresponden a la vigencia 

del año 2020, sírvase expedir la respectiva constancia de este documento 

del reporte o informar sobre el trámite dado a esta cancelación.  

• Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta cesantía 

anual a cada docente demandante, por laborar el año 2020, al servicio de 

esta entidad territorial y que dio nacimiento a la consignación por parte de 

esta entidad a la acreencia cancelada en el Fomag. 

- OFICIAR al MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva allegar: 

2. Certificación en la que conste que la demandante labora en el DEPARTAMENTO 

DE CALDAS Y/O SECRETARIA DE EDUCACIÓN, la fecha exacta en la que 

consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente oficial 

al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 en el Fomag, 

y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. Solicitando igualmente 

al respecto: 

• Expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - consignación, 

que fue realizada de manera individual o conjunta que corresponda al 

concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor del docente que 

aparece como demandante en el FONDO PRESTACIONAL DEL 

MAGISTERIO – FOMAG. 

• Indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las 

cesantías sobre el monto acumulado de esta prestación, que le corresponden 

al docente solicitante, así como el valor cancelado, y que incluye el valor de 

las cesantías que fueron causadas y acumuladas hasta el año 2020. 

El Despacho NIEGA esta solicitud probatoria, pues si bien las mismas reúnen los 

requisitos de pertinencia y conducencia, para el despacho resultan innecesarias 

para resolver el asunto.  
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De acuerdo con las pruebas solicitadas se observa que con ellas se pretende 

demostrar el pago y consignación de las cesantías causadas en el año 2020 a la 

parte demandante, requiriéndose conocer la fecha exacta en la que consignó las 

cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente oficial al servicio de 

esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020, o la fecha en que se realizó 

reporte sin haber consignado, o el acto administrativo de reconocimiento de la 

cesantía anual y la fecha en que fueron cancelados los intereses; por lo que al 

respecto se precisa que con las pruebas aportadas al expediente tanto en la 

demanda como en las contestaciones resultan suficientes para llevar al 

convencimiento del juez frente a la controversia jurídica planteada sobre la 

procedencia o no de la aplicación del régimen de cesantías e intereses a las 

cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 y su consignación.  

 

Lo anterior teniendo en cuenta además que la parte demandante presentó la 

liquidación de las cesantías y los intereses a cada uno de los docentes 

demandantes, expedidas por el FOMAG, así como la prueba de consignación de 

los intereses (fls. 71-72 del archivo “02AnexosDemanda202200320.pdf”). 

 

En cuanto a la oposición a la solicitud probatoria presentada por el Fomag en la 

contestación de la demanda en la que explica el trámite que se surte cada año para 

efectos de tener a disposición los recursos de las cesantías de los docentes cuando 

las soliciten, se precisa que este análisis hará parte de la sentencia que ponga fin a 

la instancia, por lo que la negativa a decretar las pruebas solicitadas no se 

relacionan en modo alguno con lo argumentado en la oposición presentada por la 

entidad. 

 

2.5.2. La Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio  

 

a. Las que se incorporan  

 

Ténganse como pruebas los documentos que reposan entre las páginas 39 a 98 del 

archivo 06ContestacionDemandaFomag.pdf del expediente virtual. Los mismos 

serán valorados en su debida oportunidad legal toda vez que no fueron tachados de 

falsos ni desconocidos por las partes.  

 

b. Las que se solicitan 

 

OFICIAR al DEPARTAMENTO DE CALDAS - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN a fin 

de que remita al plenario copia íntegra del expediente administrativo contentivo de 

todas las actuaciones realizadas por el docente.  
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Dicha prueba se NIEGA con fundamento en los mismos argumentos expuestos 

frente a la prueba que le fuera negada a la parte demandante, toda vez que con las 

pruebas aportadas al expediente tanto en la demanda como en las contestaciones 

resulta suficiente para llevar al convencimiento del juez frente a la controversia 

jurídica planteada sobre la procedencia o no de la aplicación del régimen de 

cesantías e intereses a las cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 y su 

consignación.   

2.5.2. Departamento de Caldas  

 

a. Las que se incorporan  

 

Ténganse como pruebas los documentos que reposan entre las páginas 16 a 35 

del archivo 08ContestacionDemandaDeptoCaldas.pdf del expediente virtual. Los 

mismos serán valorados en su debida oportunidad legal toda vez que no fueron 

tachados de falsos ni desconocidos por las partes. 

 

b. Las que se solicitan 

 

Aparte de lo mencionado previamente, la entidad no realizó solicitud específica de 

pruebas, más allá de las que ya se incorporaron y que fueran aportadas. 

 

2.6. Conclusión 

 

Por lo analizado, se prescindirá de la audiencia de que trata el artículo 180 del 

CPACA y se dictará sentencia anticipada por el cumplimiento de los requisitos para 

tal fin, previo el traslado para alegatos de conclusión que se surtirá en su debida 

oportunidad. 

 

Una vez en firme la presente providencia, se continuará con la etapa subsiguiente.  

Se advierte a las partes que el correo electrónico destinado por el Despacho para 

que las partes alleguen los respectivos memoriales y demás comunicaciones es 

admin01ma@cendoj.ramajudicial.gov.co  

Por lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Manizales,  

 

RESUELVE:  

 

PRIMERO: PRESCINDIR de la audiencia de que trata el artículo 180 del CPACA y 

continuar con el agotamiento del trámite para expedir sentencia anticipada en el 

mailto:admin01ma@cendoj.ramajudicial.gov.co
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proceso que en ejercicio del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho formuló el señor Olbein de Jesús Arias Díaz en contra de La Nación -

Ministerio de Educación Nacional -Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio y el Departamento de Caldas. 

 

SEGUNDO: FIJAR el litigio en los términos expuestos en la parte considerativa de 

esta providencia.  

 

TERCERO: INCORPORAR los medios de prueba que fueran aportados con la 

demanda y la contestación, bajo los parámetros descritos en la parte motiva de este 

auto.  

 

CUARTO: NEGAR las pruebas solicitadas por la parte demandante y por La Nación 

-Ministerio de Educación Nacional -Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, por lo expuesto en la parte motiva. 

 

QUINTO: RECONOCER PERSONERÍA a la abogada AIDEÉ JOHANNA GALINDO 

ACERO, identificada con cédula de ciudadanía No. 52.863.417 y tarjeta profesional 

No. 258.462 del Consejo Superior de la Judicatura para actuar en nombre y 

representación de LA NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO conforme 

al poder general otorgado en la escritura pública No. 10184 del 09 de noviembre de 

2019, visible en el archivo “06ContestaciónDemandaFomag.pdf” del expediente. 

  

En igual sentido, se le reconoce personería a la abogada LINA MARÍA CORDERO 

ENRÍQUEZ, identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.098.200.506 y tarjeta 

profesional No. 299.956 del Consejo Superior de la Judicatura para actuar en 

nombre y representación de LA NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO conforme el poder que le fuera sustituido, visible en el archivo 

“06ContestaciónDemandaFomag.pdf” del expediente.  

 

RECONOCER PERSONERÍA al abogado GUSTAVO ADOLFO ARANGO ÁVILA, 

identificado con la cédula de ciudadanía No. 75.099.816 y tarjeta profesional No. 

277.987 del Consejo Superior de la Judicatura, para actuar en nombre y 

representación del DEPARTAMENTO DE CALDAS conforme el poder que le fue 

conferido, visible en el archivo “08ContestacionDeptoCaldas.pdf” del expediente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

CLAUDIA YANETH MUÑOZ GARCÍA 

JUEZ 



Firmado Por:

Claudia  Yaneth Muñoz Garcia

Juez

Juzgado Administrativo

001

Manizales - Caldas
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES 

 

Manizales, tres (03) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

RADICACIÓN: 170013333001-2022-00321-00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: JORGE ELÍ PACHÓN HERNÁNDEZ 

DEMANDADOS: 

LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL -

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO y DEPARTAMENTO DE CALDAS 

ASUNTO: FIJA LITIGIO E INCORPORA PRUEBAS 

AUTO N.º: 0447 

NOTIFICACIÓN: ESTADO No. 024 DEL 06 DE MARZO DE 2023 

 

I. ASUNTO 

 

El Juzgado procede a continuar con el trámite en el proceso de la referencia de 

conformidad con la Ley 1437 de 2011 modificada por la Ley 2080 de 2021. 

 

II. CONSIDERACIONES 

2.1. Sobre las excepciones previas  

Las entidades demandadas no presentaron excepciones con este carácter ni el 

Despacho encuentra alguna que deba declararse de oficio.  

Lo anterior, en atención a que la excepción de caducidad propuesta como previa 

por La Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio no tiene tal carácter, toda vez que no está contemplada en 

el catálogo taxativo de excepciones del artículo 100 del Código General del 

Proceso. Ello en concordancia con el numeral 3 del artículo 182 A del CPACA que 

establece que, en el caso de hallarse configurado este fenómeno jurídico en 

cualquier etapa del proceso, lo procedente es dictar sentencia anticipada previo 

traslado de alegatos, por lo que al no avizorarse su configuración en el control 

temprano del proceso que se hace al momento de la admisión ni con las pruebas y 

argumentos que aporta la entidad demandada para sustentarla, se convierte en un 

asunto que amerita pronunciamiento únicamente hasta la sentencia que ponga fin 

a la instancia.  

No obstante lo anterior, se evidencia primigeniamente en el caso bajo estudio que la 

oposición de la entidad demandada se basa en que expidió un acto expreso por 

medio del cual contestó la solicitud el 06 de octubre de 2021, razón que impone 
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desestimar el acto ficto demandado por la entidad y contar entonces el término de 

cuatro (4) meses para efectos de la caducidad de la acción. 

Pese a lo manifestado, lo cierto es que la demanda se interpuso el 29 de septiembre 

de 2022, aduciendo la parte demandante no haber recibido respuesta por parte de 

las entidades demandadas y, aun cuando el FNPSM aporta el acto administrativo 

con el que aduce haber dado respuesta a la reclamación administrativa el 06 de 

octubre de 2022, además de tratarse de una respuesta general no aporta la 

constancia de notificación del mismo, carga procesal que evidentemente le 

correspondía para poder sustentar probatoriamente la excepción que propuso como 

previa. 

2.2. De la procedencia de sentencia anticipada. Premisa normativa  

El artículo 182A de la Ley 1437 de 2021, modificada y adicionada por la Ley 2080 

de 2021, advierte:  

 

ARTÍCULO 182A. SENTENCIA ANTICIPADA. <Artículo adicionado por el 

artículo 42 de la Ley 2080 de 2021. El nuevo texto es el siguiente:> Se podrá 

dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;  

 

b) Cuando no haya que practicar pruebas; 

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas 
con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado 
tacha o desconocimiento; 

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 
inconducentes o inútiles. 

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia.  

  

Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por 

escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código. 

 

(…)  

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#173
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#181
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#179
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#180
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PARÁGRAFO. En la providencia que corra traslado para alegar, se indicará la 

razón por la cual dictará sentencia anticipada. Si se trata de la causal del 

numeral 3 de este artículo, precisará sobre cuál o cuáles de las excepciones se 

pronunciará.   

 

Surtido el traslado mencionado se proferirá sentencia oral o escrita, según se 

considere. No obstante, escuchados los alegatos, se podrá reconsiderar la 

decisión de proferir sentencia anticipada. En este caso continuará el trámite del 

proceso.  

 

De conformidad con lo citado, es posible dictar sentencia anticipada cuando se trate 

de asuntos de puro derecho, cuando no haya que practicar pruebas, cuando sea 

suficiente con las que reposan en el expediente o cuando las solicitadas por las 

partes sean impertinentes, inconducentes e inútiles. 

 

2.3. Tesis del Despacho  

En el presente caso es posible proferir sentencia anticipada y prescindir de la 

audiencia inicial, por tratarse de un asunto de puro derecho y contar con las pruebas 

necesarias para fallar el asunto. Bajo este entendido se realizará la fijación del litigio 

y la incorporación de los medios de prueba. 

2.4. Fijación del litigio  

 

De conformidad con la demanda y las contestaciones, así como los medios de 

prueba aportados por las partes, el Despacho presenta el resumen de los puntos a 

los que finalmente se contrae el litigio. Con los documentos que obran en el 

expediente se puede tener por probado:   

 

1. La parte demandante presentó reclamación administrativa ante el Departamento 

de Caldas- Secretaría de Educación- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio para el reconocimiento y pago de la sanción mora por inoportuna 

consignación de cesantías y el pago tardío de los intereses del año 2020 el 28 de 

julio de 2021, petición que configuró el acto ficto que negó la solicitud el 28 de 

octubre de 2021. Hecho documentado en las páginas 57 a 61 del archivo 

“02AnexosDemanda202200321.pdf” del expediente. 

 

2. Al accionante le liquidaron cesantías por el año 2020 por valor de $3.469.152 y 

le realizaron el pago de los intereses a las cesantías correspondientes a la vigencia 

2020 el 27 de marzo de 2021. Hecho documentado en la página 72 del archivo 

“02AnexosDemanda202200321.pdf” del expediente. 

En este contexto, la parte actora reclama la nulidad de los actos administrativos 

mencionados a través de los cuales se niega el reconocimiento y pago de la sanción 

mora, por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 
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50/1990, artículo 99, equivalente a un (1) día de salario, por cada día de retardo, 

contado desde el 15 de febrero de 2021, fecha en que debió efectuarse el pago de 

las cesantías del año 2020, en el respectivo fondo prestacional y hasta el momento 

en que se acredite el pago de los valores correspondientes en la cuenta individual 

del docente, así mismo, la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 

cesantías que se encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la ley 

50 de 1990 y Decreto 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superando el término legal, esto es, después de 31 de enero de 2021. 

 

El Ministerio de Educación Nacional -Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio (archivo 06ContestacionDemandaFomag.pdf), se opuso a 

la prosperidad de las pretensiones de la demanda y manifestó que las cesantías de 

la parte demandante fueron debidamente tramitadas conforme al régimen especial 

establecido en el inciso 2, del numeral 3 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989 y el 

Acuerdo No. 39 de 1998 “Por el cual se establece el procedimiento para el 

reconocimiento y pago de los intereses a las cesantías de los docentes afiliados al 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio” expedido por el Consejo 

Directivo del FOMAG. Precisando como relevante que, tal como lo corroboró el 

Consejo de Estado en Sentencia del 24 de enero de 2019, número interno: 4854-

2014, el sistema de cálculo de los intereses de las cesantías de los docentes de 

FOMAG es mucho más beneficioso que el de los demás trabajadores del país, 

teniendo en cuenta que al tenor de lo establecido en el artículo primero del acuerdo 

se pagará un interés anual sobre el saldo de las cesantías existentes a 31 de 

diciembre de cada año (aplicando al valor acumulado de cesantía la tasa de interés 

que de acuerdo con la certificación de la Superintendencia Bancaria haya sido la 

comercial promedio efectiva de captación del sistema financiero durante el mismo 

periodo).  

 

Aduce que los intereses de las cesantías de los docentes fueron liquidadas 

conforme al régimen y procedimiento especial establecido en el Acuerdo No. 39 de 

1998 “Por el cual se establece el procedimiento para el reconocimiento y pago de 

los intereses a las cesantías de los docentes afiliados al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio” expedido por el Consejo Directivo del 

FOMAG, pretendiéndose por el apoderado judicial de los demandantes que, a los 

docentes se le aplique un esquema normativo que les resulta mucho menos 

beneficioso que el de su régimen especial.  

 

Así mismo indicó que, a diferencia de lo dispuesto para los Fondos Privados de 

Cesantías y del Fondo Nacional del Ahorro, el esquema de manejo de las cesantías 

de los docentes del FOMAG tiene vedada la posibilidad de aperturar cuentas 

individuales para cada uno de sus afiliados. Lo anterior se explica a partir de la 
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naturaleza y estructura de este fondo cuenta, la cual surge a partir de lo dispuesto 

por el propio legislador en las normas vigentes que gobiernan su funcionamiento y 

segundo, los valores que corresponden a las cesantías no se consignan sino que 

ya están presupuestados y trasladados al fondo, desde el primer mes de cada 

vigencia.  

 

Luego de un análisis pormenorizado del procedimiento que se sigue para garantizar 

la disponibilidad de las cesantías de los docentes arribó a las siguientes 

conclusiones:  

 

1. Esta norma es de aplicación exclusiva para trabajadores particulares y no para 

los docentes afiliados al FOMAG quienes tiene norma especial, y se les aplica para 

el pago de los intereses a las cesantías el artículo 15 de la Ley 91 de 1989.  

 

2. Las cesantías de los docentes afiliados al FOMAG son prepagadas al fondo 

mediante el descuento mensual en el presupuesto nacional de los recursos que van 

a ingresar de la nación a las entidades territoriales, así mismo, se garantizan con el 

giro anual que hace Ministerio de Hacienda de los recursos que están en el Fondo 

Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET) perteneciente a 

cada entidad territorial al FOMAG.  

 

3. Existe una imposibilidad operativa de que exista sanción mora por consignación 

tardía, si al 31 de diciembre de cada vigencia los recursos que garantizan la totalidad 

de cesantías de los docentes ya se encuentran girados al FOMAG.  

 

4. Los empleadores de los docentes afiliados al FOMAG son las entidades 

territoriales de conformidad con las normas citadas anteriormente, en ese sentido, 

el fondo no comparte dicha calidad debido a que solo es un patrimonio autónomo 

cuya finalidad es el pago de las prestaciones de los docentes, siendo improcedente 

que se demande al fondo quien no ostenta la calidad de “empleador”, existiendo 

falta de legitimación en la causa por pasiva. 

  

5. Las entidades territoriales no hacen depósito de recursos entendida como la 

“consignación de cesantías”, únicamente desarrollan antes del 5 de febrero de la 

vigencia siguiente la actividad operativa de “liquidación del valor de las cesantías” 

debido a que los recursos ya se encuentran en el fondo.  

 

6. De aplicar a los docentes afiliados al FOMAG la Ley 52 de 1975, se desmejorarían 

sus condiciones respecto de la prestación “intereses a las cesantías” debido a que 

las condiciones dadas por su régimen especial son más favorables que las 

otorgadas para el régimen general, debido a que la liquidación de intereses para los 

docentes afiliados al FOMAG se realiza sobre el total del saldo acumulado de 
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cesantías y con una tasa superior a la descrita en la norma general, que 

corresponde al DTF certificado por la Superintendencia Financiera de Colombia.  

 

7. Respecto a la posibilidad del trabajador de escoger el fondo de cesantías que en 

la norma en cita se describe como “que el mismo elija”, es un hecho de imposible 

aplicación porque todos los docentes oficiales por norma especial deben ser 

afiliados al FOMAG, por lo tanto, no hay escogencia de fondo por parte de los 

docentes.  

 

8. Lo pretendido por el demandante es la transgresión del principio de 

inescindibilidad de la ley, esto es, la aplicación parcial en relación con la totalidad 

del cuerpo normativo al que pertenece, buscando con esto aplicar de una norma 

solamente la parte que le beneficia, infracción prohibida en la ley y la jurisprudencia.  

En virtud de lo anteriormente anotado, solicitó negar las pretensiones de la 

demanda, pues el acto administrativo demandado se ciñó a las normas legales 

aplicables a la materia. 

 

El Departamento de Caldas (archivo 08ContestacionDemandaDeptoCaldas.pdf) 

señala que lo pretendido por la parte demandante es la extensión de unos efectos 

que no tiene la norma, toda vez que, los mismos son propios del régimen privado 

de cesantías y no del régimen especial al cual pertenecen por tratarse de afiliados 

al régimen especial del que gozan los miembros del magisterio. La Secretaría de 

Educación del Departamento de Caldas no cancela las cesantías de los docentes, 

las cesantías de los docentes afiliados al FOMAG son prepagadas al fondo 

mediante los descuentos mensuales, por esa misma entidad. 

 

Refiere que con lo solicitado se viola el principio de Inescindibilidad de la Ley o 

Conglobamiento, toda vez que se pretende la aplicación parcial en relación con la 

totalidad del cuerpo normativo al que pertenece, buscando con esto aplicar de una 

norma solamente la parte que lo beneficia. 

 

Explica que las cesantías de los docentes afiliados al FOMAG son prepagadas al 

fondo, mediante el descuento mensual en el presupuesto nacional de los recursos 

que van a ingresar de la nación a las entidades territoriales, así mismo, se 

garantizan con el giro anual que hace el Ministerio de Hacienda de los recursos que 

están en el Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET) 

perteneciente a cada entidad territorial al FOMAG. Los recursos para el pago de 

prestaciones de docentes materialmente no ingresan a las arcas del Departamento 

de Caldas mes a mes. La destinación de estos recursos referente a aportes y otras 

prestaciones sociales, ingresan directamente al administrador del fondo en este 

caso La Fiduprevisora S.A.  
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Así las cosas, existe una imposibilidad operativa de que exista indemnización 

moratoria por consignación tardía, si al 31 de diciembre de cada vigencia los 

recursos que garantizan la totalidad de cesantías de los docentes ya se encuentran 

girados al FOMAG. 

 

Propone la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva con 

fundamento en que la demanda debió dirigirse en forma exclusiva contra del 

Ministerio de Educación Nacional – Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

entidad facultada para el reconocimiento, liquidación y pago de pensiones y demás 

prestaciones a los docentes y directivos docentes y también contra la Fiduciaria la 

Previsora, por ser la entidad encargada exclusivamente del pago de la prestación. 

 

En el anterior contexto, el Despacho propone como problemas jurídicos que deben 

resolverse en esta instancia los siguientes: 

• ¿Es procedente el reconocimiento y pago a los docentes de la sanción 

moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, por la consignación 

de las cesantías anualizadas después del 15 de febrero de la vigencia 

siguiente a la que se causan?  

• ¿Hay lugar al pago a los docentes de la indemnización por el pago tardío de 

los intereses a las cesantías establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, 

la Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991? 

Con la respuesta que se emita para los problemas jurídicos se solventará el litigio. 

 

Se recuerda que la anterior fijación del litigio no impide que en la sentencia se 

puedan analizar otros medios de prueba que reposen en el expediente y que se 

consideren relevantes para la solución definitiva de lo alegado. La fijación no 

imposibilita al Juzgado para variar, puntualizar o modificar el problema jurídico en la 

sentencia, de acuerdo al análisis que se desarrolle en la misma. 

2.5. Sobre las pruebas  

 

2.5.1. Parte demandante 

 

a. Las que se incorporan  

 

Ténganse como pruebas los documentos que reposan en el expediente entre las 

páginas 57 a 318 del archivo “02AnexosDemanda202200231.pdf” del expediente 

virtual. Los mismos serán valorados en su debida oportunidad legal toda vez que 

no fueron tachados de falsos ni desconocidos por las partes. 

 

b. Las que se solicitan 
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- OFICIAR al DEPARTAMENTO DE CALDAS, para que se sirva allegar: 

1. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de los 

mandantes las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 en el 

Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. Pidiendo 

igualmente en este punto: 

• Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, 

donde aparezca el nombre del docente, el valor exacto consignado y la copia 

del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite presupuestal 

que ocasionó la erogación del gasto por este concepto. 

• Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se realizó 

algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado algún pago – 

consignación – por concepto de las cesantías que corresponden a la vigencia 

del año 2020, sírvase expedir la respectiva constancia de este documento 

del reporte o informar sobre el trámite dado a esta cancelación.  

• Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta cesantía 

anual a cada docente demandante, por laborar el año 2020, al servicio de 

esta entidad territorial y que dio nacimiento a la consignación por parte de 

esta entidad a la acreencia cancelada en el Fomag. 

- OFICIAR al MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva allegar: 

2. Certificación en la que conste que la demandante labora en el DEPARTAMENTO 

DE CALDAS Y/O SECRETARIA DE EDUCACIÓN, la fecha exacta en la que 

consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente oficial 

al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 en el Fomag, 

y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. Solicitando igualmente 

al respecto: 

• Expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - consignación, 

que fue realizada de manera individual o conjunta que corresponda al 

concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor del docente que 

aparece como demandante en el FONDO PRESTACIONAL DEL 

MAGISTERIO – FOMAG. 

• Indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las 

cesantías sobre el monto acumulado de esta prestación, que le corresponden 

al docente solicitante, así como el valor cancelado, y que incluye el valor de 

las cesantías que fueron causadas y acumuladas hasta el año 2020. 

El Despacho NIEGA esta solicitud probatoria, pues si bien las mismas reúnen los 

requisitos de pertinencia y conducencia, para el despacho resultan innecesarias 

para resolver el asunto.  
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De acuerdo con las pruebas solicitadas se observa que con ellas se pretende 

demostrar el pago y consignación de las cesantías causadas en el año 2020 a la 

parte demandante, requiriéndose conocer la fecha exacta en la que consignó las 

cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente oficial al servicio de 

esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020, o la fecha en que se realizó 

reporte sin haber consignado, o el acto administrativo de reconocimiento de la 

cesantía anual y la fecha en que fueron cancelados los intereses; por lo que al 

respecto se precisa que con las pruebas aportadas al expediente tanto en la 

demanda como en las contestaciones resultan suficientes para llevar al 

convencimiento del juez frente a la controversia jurídica planteada sobre la 

procedencia o no de la aplicación del régimen de cesantías e intereses a las 

cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 y su consignación.  

 

Lo anterior teniendo en cuenta además que la parte demandante presentó la 

liquidación de las cesantías y los intereses a cada uno de los docentes 

demandantes, expedidas por el FOMAG, así como la prueba de consignación de 

los intereses (fl. 72 del archivo “02AnexosDemanda202200321.pdf”). 

 

En cuanto a la oposición a la solicitud probatoria presentada por el Fomag en la 

contestación de la demanda en la que explica el trámite que se surte cada año para 

efectos de tener a disposición los recursos de las cesantías de los docentes cuando 

las soliciten, se precisa que este análisis hará parte de la sentencia que ponga fin a 

la instancia, por lo que la negativa a decretar las pruebas solicitadas no se 

relacionan en modo alguno con lo argumentado en la oposición presentada por la 

entidad. 

 

2.5.2. La Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio  

 

a. Las que se incorporan  

 

Ténganse como pruebas los documentos que reposan entre las páginas 40 a 96 del 

archivo 06ContestacionDemandaFomag.pdf del expediente virtual. Los mismos 

serán valorados en su debida oportunidad legal toda vez que no fueron tachados de 

falsos ni desconocidos por las partes.  

 

b. Las que se solicitan 

 

OFICIAR al DEPARTAMENTO DE CALDAS - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN a fin 

de que remita al plenario copia íntegra del expediente administrativo contentivo de 

todas las actuaciones realizadas por el docente.  
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Dicha prueba se NIEGA con fundamento en los mismos argumentos expuestos 

frente a la prueba que le fuera negada a la parte demandante, toda vez que con las 

pruebas aportadas al expediente tanto en la demanda como en las contestaciones 

resulta suficiente para llevar al convencimiento del juez frente a la controversia 

jurídica planteada sobre la procedencia o no de la aplicación del régimen de 

cesantías e intereses a las cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 y su 

consignación.   

2.5.2. Departamento de Caldas  

 

a. Las que se incorporan  

 

Ténganse como pruebas los documentos que reposan entre las páginas 16 a 35 

del archivo 08ContestacionDemandaDeptoCaldas.pdf del expediente virtual. Los 

mismos serán valorados en su debida oportunidad legal toda vez que no fueron 

tachados de falsos ni desconocidos por las partes. 

 

b. Las que se solicitan 

 

Aparte de lo mencionado previamente, la entidad no realizó solicitud específica de 

pruebas, más allá de las que ya se incorporaron y que fueran aportadas. 

 

2.6. Conclusión 

 

Por lo analizado, se prescindirá de la audiencia de que trata el artículo 180 del 

CPACA y se dictará sentencia anticipada por el cumplimiento de los requisitos para 

tal fin, previo el traslado para alegatos de conclusión que se surtirá en su debida 

oportunidad. 

 

Una vez en firme la presente providencia, se continuará con la etapa subsiguiente.  

Se advierte a las partes que el correo electrónico destinado por el Despacho para 

que las partes alleguen los respectivos memoriales y demás comunicaciones es 

admin01ma@cendoj.ramajudicial.gov.co  

Por lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Manizales,  

 

RESUELVE:  

 

PRIMERO: PRESCINDIR de la audiencia de que trata el artículo 180 del CPACA y 

continuar con el agotamiento del trámite para expedir sentencia anticipada en el 

mailto:admin01ma@cendoj.ramajudicial.gov.co
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proceso que en ejercicio del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho formuló el señor Jorge Elí Pachón Hernández en contra de La Nación -

Ministerio de Educación Nacional -Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio y el Departamento de Caldas. 

 

SEGUNDO: FIJAR el litigio en los términos expuestos en la parte considerativa de 

esta providencia.  

 

TERCERO: INCORPORAR los medios de prueba que fueran aportados con la 

demanda y la contestación, bajo los parámetros descritos en la parte motiva de este 

auto.  

 

CUARTO: NEGAR las pruebas solicitadas por la parte demandante y por La Nación 

-Ministerio de Educación Nacional -Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, por lo expuesto en la parte motiva. 

 

QUINTO: RECONOCER PERSONERÍA a la abogada AIDEÉ JOHANNA GALINDO 

ACERO, identificada con cédula de ciudadanía No. 52.863.417 y tarjeta profesional 

No. 258.462 del Consejo Superior de la Judicatura para actuar en nombre y 

representación de LA NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO conforme 

al poder general otorgado en la escritura pública No. 10184 del 09 de noviembre de 

2019, visible en el archivo “06ContestaciónDemandaFomag.pdf” del expediente. 

  

En igual sentido, se le reconoce personería a la abogada LINA MARÍA CORDERO 

ENRÍQUEZ, identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.098.200.506 y tarjeta 

profesional No. 299.956 del Consejo Superior de la Judicatura para actuar en 

nombre y representación de LA NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO conforme el poder que le fuera sustituido, visible en el archivo 

“06ContestaciónDemandaFomag.pdf” del expediente.  

 

RECONOCER PERSONERÍA al abogado GUSTAVO ADOLFO ARANGO ÁVILA, 

identificado con la cédula de ciudadanía No. 75.099.816 y tarjeta profesional No. 

277.987 del Consejo Superior de la Judicatura, para actuar en nombre y 

representación del DEPARTAMENTO DE CALDAS conforme el poder que le fue 

conferido, visible en el archivo “08ContestacionDeptoCaldas.pdf” del expediente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

CLAUDIA YANETH MUÑOZ GARCÍA 

JUEZ 



Firmado Por:

Claudia  Yaneth Muñoz Garcia

Juez

Juzgado Administrativo

001

Manizales - Caldas
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES 

 

Manizales, tres (03) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

RADICACIÓN: 170013333001-2022-00328-00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: MARÍA YOLADI ORREGO 

DEMANDADOS: 

LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL -

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO y DEPARTAMENTO DE CALDAS 

ASUNTO: FIJA LITIGIO E INCORPORA PRUEBAS 

AUTO N.º: 0448 

NOTIFICACIÓN: ESTADO No. 024 DEL 06 DE MARZO DE 2023 

 

I. ASUNTO 

 

El Juzgado procede a continuar con el trámite en el proceso de la referencia de 

conformidad con la Ley 1437 de 2011 modificada por la Ley 2080 de 2021. 

 

II. CONSIDERACIONES 

2.1. Sobre las excepciones previas  

Las entidades demandadas no presentaron excepciones con este carácter ni el 

Despacho encuentra alguna que deba declararse de oficio.  

Lo anterior, en atención a que la excepción de caducidad propuesta como previa 

por La Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio no tiene tal carácter, toda vez que no está contemplada en 

el catálogo taxativo de excepciones del artículo 100 del Código General del 

Proceso. Ello en concordancia con el numeral 3 del artículo 182 A del CPACA que 

establece que, en el caso de hallarse configurado este fenómeno jurídico en 

cualquier etapa del proceso, lo procedente es dictar sentencia anticipada previo 

traslado de alegatos, por lo que al no avizorarse su configuración en el control 

temprano del proceso que se hace al momento de la admisión ni con las pruebas y 

argumentos que aporta la entidad demandada para sustentarla, se convierte en un 

asunto que amerita pronunciamiento únicamente hasta la sentencia que ponga fin 

a la instancia.  

No obstante lo anterior, se evidencia primigeniamente en el caso bajo estudio que la 

oposición de la entidad demandada se basa en que expidió un acto expreso por 

medio del cual contestó la solicitud el 24 de septiembre de 2021, razón que impone 
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desestimar el acto ficto demandado por la entidad y contar entonces el término de 

cuatro (4) meses para efectos de la caducidad de la acción. 

Pese a lo manifestado, lo cierto es que la demanda se interpuso el 07 de octubre de 

2022, aduciendo la parte demandante no haber recibido respuesta por parte de las 

entidades demandadas y, aun cuando el FNPSM aporta el acto administrativo con el 

que aduce haber dado respuesta a la reclamación administrativa el 24 de septiembre 

de 2021, no aporta la constancia de notificación del mismo, carga procesal que 

evidentemente le correspondía para poder sustentar probatoriamente la excepción 

que propuso como previa. 

2.2. De la procedencia de sentencia anticipada. Premisa normativa  

El artículo 182A de la Ley 1437 de 2021, modificada y adicionada por la Ley 2080 

de 2021, advierte:  

 

ARTÍCULO 182A. SENTENCIA ANTICIPADA. <Artículo adicionado por el 

artículo 42 de la Ley 2080 de 2021. El nuevo texto es el siguiente:> Se podrá 

dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;  

 

b) Cuando no haya que practicar pruebas; 

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas 
con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado 
tacha o desconocimiento; 

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 
inconducentes o inútiles. 

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia.  

  

Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por 

escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código. 

 

(…)  

 

PARÁGRAFO. En la providencia que corra traslado para alegar, se indicará la 

razón por la cual dictará sentencia anticipada. Si se trata de la causal del 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#173
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#181
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#179
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#180
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numeral 3 de este artículo, precisará sobre cuál o cuáles de las excepciones se 

pronunciará.   

 

Surtido el traslado mencionado se proferirá sentencia oral o escrita, según se 

considere. No obstante, escuchados los alegatos, se podrá reconsiderar la 

decisión de proferir sentencia anticipada. En este caso continuará el trámite del 

proceso.  

 

De conformidad con lo citado, es posible dictar sentencia anticipada cuando se trate 

de asuntos de puro derecho, cuando no haya que practicar pruebas, cuando sea 

suficiente con las que reposan en el expediente o cuando las solicitadas por las 

partes sean impertinentes, inconducentes e inútiles. 

 

2.3. Tesis del Despacho  

En el presente caso es posible proferir sentencia anticipada y prescindir de la 

audiencia inicial, por tratarse de un asunto de puro derecho y contar con las pruebas 

necesarias para fallar el asunto. Bajo este entendido se realizará la fijación del litigio 

y la incorporación de los medios de prueba. 

2.4. Fijación del litigio  

 

De conformidad con la demanda y las contestaciones, así como los medios de 

prueba aportados por las partes, el Despacho presenta el resumen de los puntos a 

los que finalmente se contrae el litigio. Con los documentos que obran en el 

expediente se puede tener por probado:   

 

1. La parte demandante presentó reclamación administrativa ante el Departamento 

de Caldas- Secretaría de Educación- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio para el reconocimiento y pago de la sanción mora por inoportuna 

consignación de cesantías y el pago tardío de los intereses del año 2020 el 04 de 

agosto de 2021, petición que configuró el acto ficto que negó la solicitud el 04 de 

noviembre de 2021. Hecho documentado en las páginas 57 a 61 del archivo 

“02AnexosDemanda202200328.pdf” del expediente. 

 

2. Al accionante le liquidaron cesantías por el año 2020 por valor de $5.101.415 y 

le realizaron el pago de los intereses a las cesantías correspondientes a la vigencia 

2020 el 27 de marzo de 2021. Hecho documentado en las páginas 78-80 del archivo 

“02AnexosDemanda202200328.pdf” del expediente. 

En este contexto, la parte actora reclama la nulidad de los actos administrativos 

mencionados a través de los cuales se niega el reconocimiento y pago de la sanción 

mora, por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 

50/1990, artículo 99, equivalente a un (1) día de salario, por cada día de retardo, 
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contado desde el 15 de febrero de 2021, fecha en que debió efectuarse el pago de 

las cesantías del año 2020, en el respectivo fondo prestacional y hasta el momento 

en que se acredite el pago de los valores correspondientes en la cuenta individual 

del docente, así mismo, la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 

cesantías que se encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la ley 

50 de 1990 y Decreto 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superando el término legal, esto es, después de 31 de enero de 2021. 

 

El Ministerio de Educación Nacional -Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio (archivo 06ContestacionDemandaFomag.pdf), se opuso a 

la prosperidad de las pretensiones de la demanda y manifestó que las cesantías de 

la parte demandante fueron debidamente tramitadas conforme al régimen especial 

establecido en el inciso 2, del numeral 3 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989 y el 

Acuerdo No. 39 de 1998 “Por el cual se establece el procedimiento para el 

reconocimiento y pago de los intereses a las cesantías de los docentes afiliados al 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio” expedido por el Consejo 

Directivo del FOMAG. Precisando como relevante que, tal como lo corroboró el 

Consejo de Estado en Sentencia del 24 de enero de 2019, número interno: 4854-

2014, el sistema de cálculo de los intereses de las cesantías de los docentes de 

FOMAG es mucho más beneficioso que el de los demás trabajadores del país, 

teniendo en cuenta que al tenor de lo establecido en el artículo primero del acuerdo 

se pagará un interés anual sobre el saldo de las cesantías existentes a 31 de 

diciembre de cada año (aplicando al valor acumulado de cesantía la tasa de interés 

que de acuerdo con la certificación de la Superintendencia Bancaria haya sido la 

comercial promedio efectiva de captación del sistema financiero durante el mismo 

periodo).  

 

Aduce que los intereses de las cesantías de los docentes fueron liquidadas 

conforme al régimen y procedimiento especial establecido en el Acuerdo No. 39 de 

1998 “Por el cual se establece el procedimiento para el reconocimiento y pago de 

los intereses a las cesantías de los docentes afiliados al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio” expedido por el Consejo Directivo del 

FOMAG, pretendiéndose por el apoderado judicial de los demandantes que, a los 

docentes se le aplique un esquema normativo que les resulta mucho menos 

beneficioso que el de su régimen especial.  

 

Así mismo indicó que, a diferencia de lo dispuesto para los Fondos Privados de 

Cesantías y del Fondo Nacional del Ahorro, el esquema de manejo de las cesantías 

de los docentes del FOMAG tiene vedada la posibilidad de aperturar cuentas 

individuales para cada uno de sus afiliados. Lo anterior se explica a partir de la 

naturaleza y estructura de este fondo cuenta, la cual surge a partir de lo dispuesto 
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por el propio legislador en las normas vigentes que gobiernan su funcionamiento y 

segundo, los valores que corresponden a las cesantías no se consignan sino que 

ya están presupuestados y trasladados al fondo, desde el primer mes de cada 

vigencia.  

 

Luego de un análisis pormenorizado del procedimiento que se sigue para garantizar 

la disponibilidad de las cesantías de los docentes arribó a las siguientes 

conclusiones:  

 

1. Esta norma es de aplicación exclusiva para trabajadores particulares y no para 

los docentes afiliados al FOMAG quienes tiene norma especial, y se les aplica para 

el pago de los intereses a las cesantías el artículo 15 de la Ley 91 de 1989.  

 

2. Las cesantías de los docentes afiliados al FOMAG son prepagadas al fondo 

mediante el descuento mensual en el presupuesto nacional de los recursos que van 

a ingresar de la nación a las entidades territoriales, así mismo, se garantizan con el 

giro anual que hace Ministerio de Hacienda de los recursos que están en el Fondo 

Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET) perteneciente a 

cada entidad territorial al FOMAG.  

 

3. Existe una imposibilidad operativa de que exista sanción mora por consignación 

tardía, si al 31 de diciembre de cada vigencia los recursos que garantizan la totalidad 

de cesantías de los docentes ya se encuentran girados al FOMAG.  

 

4. Los empleadores de los docentes afiliados al FOMAG son las entidades 

territoriales de conformidad con las normas citadas anteriormente, en ese sentido, 

el fondo no comparte dicha calidad debido a que solo es un patrimonio autónomo 

cuya finalidad es el pago de las prestaciones de los docentes, siendo improcedente 

que se demande al fondo quien no ostenta la calidad de “empleador”, existiendo 

falta de legitimación en la causa por pasiva. 

  

5. Las entidades territoriales no hacen depósito de recursos entendida como la 

“consignación de cesantías”, únicamente desarrollan antes del 5 de febrero de la 

vigencia siguiente la actividad operativa de “liquidación del valor de las cesantías” 

debido a que los recursos ya se encuentran en el fondo.  

 

6. De aplicar a los docentes afiliados al FOMAG la Ley 52 de 1975, se desmejorarían 

sus condiciones respecto de la prestación “intereses a las cesantías” debido a que 

las condiciones dadas por su régimen especial son más favorables que las 

otorgadas para el régimen general, debido a que la liquidación de intereses para los 

docentes afiliados al FOMAG se realiza sobre el total del saldo acumulado de 
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cesantías y con una tasa superior a la descrita en la norma general, que 

corresponde al DTF certificado por la Superintendencia Financiera de Colombia.  

 

7. Respecto a la posibilidad del trabajador de escoger el fondo de cesantías que en 

la norma en cita se describe como “que el mismo elija”, es un hecho de imposible 

aplicación porque todos los docentes oficiales por norma especial deben ser 

afiliados al FOMAG, por lo tanto, no hay escogencia de fondo por parte de los 

docentes.  

 

8. Lo pretendido por el demandante es la transgresión del principio de 

inescindibilidad de la ley, esto es, la aplicación parcial en relación con la totalidad 

del cuerpo normativo al que pertenece, buscando con esto aplicar de una norma 

solamente la parte que le beneficia, infracción prohibida en la ley y la jurisprudencia.  

En virtud de lo anteriormente anotado, solicitó negar las pretensiones de la 

demanda, pues el acto administrativo demandado se ciñó a las normas legales 

aplicables a la materia. 

 

El Departamento de Caldas (archivo 08ContestacionDemandaDeptoCaldas.pdf) 

señala que lo pretendido por la parte demandante es la extensión de unos efectos 

que no tiene la norma, toda vez que, los mismos son propios del régimen privado 

de cesantías y no del régimen especial al cual pertenecen por tratarse de afiliados 

al régimen especial del que gozan los miembros del magisterio. La Secretaría de 

Educación del Departamento de Caldas no cancela las cesantías de los docentes, 

las cesantías de los docentes afiliados al FOMAG son prepagadas al fondo 

mediante los descuentos mensuales, por esa misma entidad. 

 

Refiere que con lo solicitado se viola el principio de Inescindibilidad de la Ley o 

Conglobamiento, toda vez que se pretende la aplicación parcial en relación con la 

totalidad del cuerpo normativo al que pertenece, buscando con esto aplicar de una 

norma solamente la parte que lo beneficia. 

 

Explica que las cesantías de los docentes afiliados al FOMAG son prepagadas al 

fondo, mediante el descuento mensual en el presupuesto nacional de los recursos 

que van a ingresar de la nación a las entidades territoriales, así mismo, se 

garantizan con el giro anual que hace el Ministerio de Hacienda de los recursos que 

están en el Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET) 

perteneciente a cada entidad territorial al FOMAG. Los recursos para el pago de 

prestaciones de docentes materialmente no ingresan a las arcas del Departamento 

de Caldas mes a mes. La destinación de estos recursos referente a aportes y otras 

prestaciones sociales, ingresan directamente al administrador del fondo en este 

caso La Fiduprevisora S.A.  
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Así las cosas, existe una imposibilidad operativa de que exista indemnización 

moratoria por consignación tardía, si al 31 de diciembre de cada vigencia los 

recursos que garantizan la totalidad de cesantías de los docentes ya se encuentran 

girados al FOMAG. 

 

Propone la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva con 

fundamento en que la demanda debió dirigirse en forma exclusiva contra del 

Ministerio de Educación Nacional – Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

entidad facultada para el reconocimiento, liquidación y pago de pensiones y demás 

prestaciones a los docentes y directivos docentes y también contra la Fiduciaria la 

Previsora, por ser la entidad encargada exclusivamente del pago de la prestación. 

 

En el anterior contexto, el Despacho propone como problemas jurídicos que deben 

resolverse en esta instancia los siguientes: 

• ¿Es procedente el reconocimiento y pago a los docentes de la sanción 

moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, por la consignación 

de las cesantías anualizadas después del 15 de febrero de la vigencia 

siguiente a la que se causan?  

• ¿Hay lugar al pago a los docentes de la indemnización por el pago tardío de 

los intereses a las cesantías establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, 

la Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991? 

Con la respuesta que se emita para los problemas jurídicos se solventará el litigio. 

 

Se recuerda que la anterior fijación del litigio no impide que en la sentencia se 

puedan analizar otros medios de prueba que reposen en el expediente y que se 

consideren relevantes para la solución definitiva de lo alegado. La fijación no 

imposibilita al Juzgado para variar, puntualizar o modificar el problema jurídico en la 

sentencia, de acuerdo al análisis que se desarrolle en la misma. 

2.5. Sobre las pruebas  

 

2.5.1. Parte demandante 

 

a. Las que se incorporan  

 

Ténganse como pruebas los documentos que reposan en el expediente entre las 

páginas 57 a 326 del archivo “02AnexosDemanda202200238.pdf” del expediente 

virtual. Los mismos serán valorados en su debida oportunidad legal toda vez que 

no fueron tachados de falsos ni desconocidos por las partes. 

 

b. Las que se solicitan 
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- OFICIAR al DEPARTAMENTO DE CALDAS, para que se sirva allegar: 

1. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de los 

mandantes las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 en el 

Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. Pidiendo 

igualmente en este punto: 

• Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, 

donde aparezca el nombre del docente, el valor exacto consignado y la copia 

del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite presupuestal 

que ocasionó la erogación del gasto por este concepto. 

• Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se realizó 

algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado algún pago – 

consignación – por concepto de las cesantías que corresponden a la vigencia 

del año 2020, sírvase expedir la respectiva constancia de este documento 

del reporte o informar sobre el trámite dado a esta cancelación.  

• Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta cesantía 

anual a cada docente demandante, por laborar el año 2020, al servicio de 

esta entidad territorial y que dio nacimiento a la consignación por parte de 

esta entidad a la acreencia cancelada en el Fomag. 

- OFICIAR al MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva allegar: 

2. Certificación en la que conste que la demandante labora en el DEPARTAMENTO 

DE CALDAS Y/O SECRETARIA DE EDUCACIÓN, la fecha exacta en la que 

consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente oficial 

al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 en el Fomag, 

y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. Solicitando igualmente 

al respecto: 

• Expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - consignación, 

que fue realizada de manera individual o conjunta que corresponda al 

concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor del docente que 

aparece como demandante en el FONDO PRESTACIONAL DEL 

MAGISTERIO – FOMAG. 

• Indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las 

cesantías sobre el monto acumulado de esta prestación, que le corresponden 

al docente solicitante, así como el valor cancelado, y que incluye el valor de 

las cesantías que fueron causadas y acumuladas hasta el año 2020. 

El Despacho NIEGA esta solicitud probatoria, pues si bien las mismas reúnen los 

requisitos de pertinencia y conducencia, para el despacho resultan innecesarias 

para resolver el asunto.  
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De acuerdo con las pruebas solicitadas se observa que con ellas se pretende 

demostrar el pago y consignación de las cesantías causadas en el año 2020 a la 

parte demandante, requiriéndose conocer la fecha exacta en la que consignó las 

cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente oficial al servicio de 

esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020, o la fecha en que se realizó 

reporte sin haber consignado, o el acto administrativo de reconocimiento de la 

cesantía anual y la fecha en que fueron cancelados los intereses; por lo que al 

respecto se precisa que con las pruebas aportadas al expediente tanto en la 

demanda como en las contestaciones resultan suficientes para llevar al 

convencimiento del juez frente a la controversia jurídica planteada sobre la 

procedencia o no de la aplicación del régimen de cesantías e intereses a las 

cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 y su consignación.  

 

Lo anterior teniendo en cuenta además que la parte demandante presentó la 

liquidación de las cesantías y los intereses a cada uno de los docentes 

demandantes, expedidas por el FOMAG, así como la prueba de consignación de 

los intereses (fls. 78-80 del archivo “02AnexosDemanda202200328.pdf”). 

 

En cuanto a la oposición a la solicitud probatoria presentada por el Fomag en la 

contestación de la demanda en la que explica el trámite que se surte cada año para 

efectos de tener a disposición los recursos de las cesantías de los docentes cuando 

las soliciten, se precisa que este análisis hará parte de la sentencia que ponga fin a 

la instancia, por lo que la negativa a decretar las pruebas solicitadas no se 

relacionan en modo alguno con lo argumentado en la oposición presentada por la 

entidad. 

 

2.5.2. La Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio  

 

a. Las que se incorporan  

 

Ténganse como pruebas los documentos que reposan entre las páginas 40 a 97 del 

archivo 06ContestacionDemandaFomag.pdf del expediente virtual. Los mismos 

serán valorados en su debida oportunidad legal toda vez que no fueron tachados de 

falsos ni desconocidos por las partes.  

 

b. Las que se solicitan 

 

OFICIAR al DEPARTAMENTO DE CALDAS - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN a fin 

de que remita al plenario copia íntegra del expediente administrativo contentivo de 

todas las actuaciones realizadas por el docente.  
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Dicha prueba se NIEGA con fundamento en los mismos argumentos expuestos 

frente a la prueba que le fuera negada a la parte demandante, toda vez que con las 

pruebas aportadas al expediente tanto en la demanda como en las contestaciones 

resulta suficiente para llevar al convencimiento del juez frente a la controversia 

jurídica planteada sobre la procedencia o no de la aplicación del régimen de 

cesantías e intereses a las cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 y su 

consignación.   

2.5.2. Departamento de Caldas  

 

a. Las que se incorporan  

 

Ténganse como pruebas los documentos que reposan entre las páginas 16 a 35 

del archivo 08ContestacionDemandaDeptoCaldas.pdf del expediente virtual. Los 

mismos serán valorados en su debida oportunidad legal toda vez que no fueron 

tachados de falsos ni desconocidos por las partes. 

 

b. Las que se solicitan 

 

Aparte de lo mencionado previamente, la entidad no realizó solicitud específica de 

pruebas, más allá de las que ya se incorporaron y que fueran aportadas. 

 

2.6. Conclusión 

 

Por lo analizado, se prescindirá de la audiencia de que trata el artículo 180 del 

CPACA y se dictará sentencia anticipada por el cumplimiento de los requisitos para 

tal fin, previo el traslado para alegatos de conclusión que se surtirá en su debida 

oportunidad. 

 

Una vez en firme la presente providencia, se continuará con la etapa subsiguiente.  

Se advierte a las partes que el correo electrónico destinado por el Despacho para 

que las partes alleguen los respectivos memoriales y demás comunicaciones es 

admin01ma@cendoj.ramajudicial.gov.co  

Por lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Manizales,  

 

RESUELVE:  

 

PRIMERO: PRESCINDIR de la audiencia de que trata el artículo 180 del CPACA y 

continuar con el agotamiento del trámite para expedir sentencia anticipada en el 

mailto:admin01ma@cendoj.ramajudicial.gov.co
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proceso que en ejercicio del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho formuló la señora María Yoladi Orrego en contra de La Nación -Ministerio 

de Educación Nacional -Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y 

el Departamento de Caldas. 

 

SEGUNDO: FIJAR el litigio en los términos expuestos en la parte considerativa de 

esta providencia.  

 

TERCERO: INCORPORAR los medios de prueba que fueran aportados con la 

demanda y la contestación, bajo los parámetros descritos en la parte motiva de este 

auto.  

 

CUARTO: NEGAR las pruebas solicitadas por la parte demandante y por La Nación 

-Ministerio de Educación Nacional -Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, por lo expuesto en la parte motiva. 

 

QUINTO: RECONOCER PERSONERÍA a la abogada AIDEÉ JOHANNA GALINDO 

ACERO, identificada con cédula de ciudadanía No. 52.863.417 y tarjeta profesional 

No. 258.462 del Consejo Superior de la Judicatura para actuar en nombre y 

representación de LA NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO conforme 

al poder general otorgado en la escritura pública No. 10184 del 09 de noviembre de 

2019, visible en el archivo “06ContestaciónDemandaFomag.pdf” del expediente. 

  

En igual sentido, se le reconoce personería a la abogada LINA MARÍA CORDERO 

ENRÍQUEZ, identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.098.200.506 y tarjeta 

profesional No. 299.956 del Consejo Superior de la Judicatura para actuar en 

nombre y representación de LA NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO conforme el poder que le fuera sustituido, visible en el archivo 

“06ContestaciónDemandaFomag.pdf” del expediente.  

 

RECONOCER PERSONERÍA al abogado GUSTAVO ADOLFO ARANGO ÁVILA, 
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representación del DEPARTAMENTO DE CALDAS conforme el poder que le fue 

conferido, visible en el archivo “08ContestacionDeptoCaldas.pdf” del expediente. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES 

 

Manizales, tres (03) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

RADICACIÓN: 170013333001-2022-00330-00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: GLORIA ADRIANA QUINTERO CANO 

DEMANDADOS: 

LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL -

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO y DEPARTAMENTO DE CALDAS 

ASUNTO: FIJA LITIGIO E INCORPORA PRUEBAS 

AUTO N.º: 0449 

NOTIFICACIÓN: ESTADO No. 024 DEL 06 DE MARZO DE 2023 

 

I. ASUNTO 

 

El Juzgado procede a continuar con el trámite en el proceso de la referencia de 

conformidad con la Ley 1437 de 2011 modificada por la Ley 2080 de 2021. 

 

II. CONSIDERACIONES 

2.1. Sobre las excepciones previas  

Las entidades demandadas no presentaron excepciones con este carácter ni el 

Despacho encuentra alguna que deba declararse de oficio.  

Lo anterior, en atención a que la excepción de caducidad propuesta como previa 

por La Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio no tiene tal carácter, toda vez que no está contemplada en 

el catálogo taxativo de excepciones del artículo 100 del Código General del 

Proceso. Ello en concordancia con el numeral 3 del artículo 182 A del CPACA que 

establece que, en el caso de hallarse configurado este fenómeno jurídico en 

cualquier etapa del proceso, lo procedente es dictar sentencia anticipada previo 

traslado de alegatos, por lo que al no avizorarse su configuración en el control 

temprano del proceso que se hace al momento de la admisión ni con las pruebas y 

argumentos que aporta la entidad demandada para sustentarla, se convierte en un 

asunto que amerita pronunciamiento únicamente hasta la sentencia que ponga fin 

a la instancia.  

No obstante lo anterior, se evidencia primigeniamente en el caso bajo estudio que la 

oposición de la entidad demandada se basa en que expidió un acto expreso por 

medio del cual contestó la solicitud el 27 de septiembre de 2021, razón que impone 
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desestimar el acto ficto demandado por la entidad y contar entonces el término de 

cuatro (4) meses para efectos de la caducidad de la acción. 

Pese a lo manifestado, lo cierto es que la demanda se interpuso el 07 de octubre de 

2022, aduciendo la parte demandante no haber recibido respuesta por parte de las 

entidades demandadas y, aun cuando el FNPSM aporta el acto administrativo con el 

que aduce haber dado respuesta a la reclamación administrativa el 29 de septiembre 

de 2021, no aporta la constancia de notificación del mismo, carga procesal que 

evidentemente le correspondía para poder sustentar probatoriamente la excepción 

que propuso como previa. 

2.2. De la procedencia de sentencia anticipada. Premisa normativa  

El artículo 182A de la Ley 1437 de 2021, modificada y adicionada por la Ley 2080 

de 2021, advierte:  

 

ARTÍCULO 182A. SENTENCIA ANTICIPADA. <Artículo adicionado por el 

artículo 42 de la Ley 2080 de 2021. El nuevo texto es el siguiente:> Se podrá 

dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;  

 

b) Cuando no haya que practicar pruebas; 

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas 
con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado 
tacha o desconocimiento; 

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 
inconducentes o inútiles. 

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia.  

  

Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por 

escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código. 

 

(…)  

 

PARÁGRAFO. En la providencia que corra traslado para alegar, se indicará la 

razón por la cual dictará sentencia anticipada. Si se trata de la causal del 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#173
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#181
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#179
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#180
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numeral 3 de este artículo, precisará sobre cuál o cuáles de las excepciones se 

pronunciará.   

 

Surtido el traslado mencionado se proferirá sentencia oral o escrita, según se 

considere. No obstante, escuchados los alegatos, se podrá reconsiderar la 

decisión de proferir sentencia anticipada. En este caso continuará el trámite del 

proceso.  

 

De conformidad con lo citado, es posible dictar sentencia anticipada cuando se trate 

de asuntos de puro derecho, cuando no haya que practicar pruebas, cuando sea 

suficiente con las que reposan en el expediente o cuando las solicitadas por las 

partes sean impertinentes, inconducentes e inútiles. 

 

2.3. Tesis del Despacho  

En el presente caso es posible proferir sentencia anticipada y prescindir de la 

audiencia inicial, por tratarse de un asunto de puro derecho y contar con las pruebas 

necesarias para fallar el asunto. Bajo este entendido se realizará la fijación del litigio 

y la incorporación de los medios de prueba. 

2.4. Fijación del litigio  

 

De conformidad con la demanda y las contestaciones, así como los medios de 

prueba aportados por las partes, el Despacho presenta el resumen de los puntos a 

los que finalmente se contrae el litigio. Con los documentos que obran en el 

expediente se puede tener por probado:   

 

1. La parte demandante presentó reclamación administrativa ante el Departamento 

de Caldas- Secretaría de Educación- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio para el reconocimiento y pago de la sanción mora por inoportuna 

consignación de cesantías y el pago tardío de los intereses del año 2020 el 28 de 

julio de 2021, petición que configuró el acto ficto que negó la solicitud el 28 de 

octubre de 2021. Hecho documentado en las páginas 56 a 61 del archivo 

“02AnexosDemanda202200330.pdf” del expediente. 

 

2. Al accionante le liquidaron cesantías por el año 2020 por valor de $5.261.481 y 

le realizaron el pago de los intereses a las cesantías correspondientes a la vigencia 

2020 el 27 de marzo de 2021. Hecho documentado en las páginas 68-69 del archivo 

“02AnexosDemanda202200330.pdf” del expediente. 

En este contexto, la parte actora reclama la nulidad de los actos administrativos 

mencionados a través de los cuales se niega el reconocimiento y pago de la sanción 

mora, por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en la Ley 

50/1990, artículo 99, equivalente a un (1) día de salario, por cada día de retardo, 
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contado desde el 15 de febrero de 2021, fecha en que debió efectuarse el pago de 

las cesantías del año 2020, en el respectivo fondo prestacional y hasta el momento 

en que se acredite el pago de los valores correspondientes en la cuenta individual 

del docente, así mismo, la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 

cesantías que se encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la ley 

50 de 1990 y Decreto 1176 de 1991, indemnización que es equivalente al valor 

cancelado de los intereses causados durante el año 2020, los cuales fueron 

cancelados superando el término legal, esto es, después de 31 de enero de 2021. 

 

El Ministerio de Educación Nacional -Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio (archivo 06ContestacionDemandaFomag.pdf), se opuso a 

la prosperidad de las pretensiones de la demanda y manifestó que las cesantías de 

la parte demandante fueron debidamente tramitadas conforme al régimen especial 

establecido en el inciso 2, del numeral 3 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989 y el 

Acuerdo No. 39 de 1998 “Por el cual se establece el procedimiento para el 

reconocimiento y pago de los intereses a las cesantías de los docentes afiliados al 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio” expedido por el Consejo 

Directivo del FOMAG. Precisando como relevante que, tal como lo corroboró el 

Consejo de Estado en Sentencia del 24 de enero de 2019, número interno: 4854-

2014, el sistema de cálculo de los intereses de las cesantías de los docentes de 

FOMAG es mucho más beneficioso que el de los demás trabajadores del país, 

teniendo en cuenta que al tenor de lo establecido en el artículo primero del acuerdo 

se pagará un interés anual sobre el saldo de las cesantías existentes a 31 de 

diciembre de cada año (aplicando al valor acumulado de cesantía la tasa de interés 

que de acuerdo con la certificación de la Superintendencia Bancaria haya sido la 

comercial promedio efectiva de captación del sistema financiero durante el mismo 

periodo).  

 

Aduce que los intereses de las cesantías de los docentes fueron liquidadas 

conforme al régimen y procedimiento especial establecido en el Acuerdo No. 39 de 

1998 “Por el cual se establece el procedimiento para el reconocimiento y pago de 

los intereses a las cesantías de los docentes afiliados al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio” expedido por el Consejo Directivo del 

FOMAG, pretendiéndose por el apoderado judicial de los demandantes que, a los 

docentes se le aplique un esquema normativo que les resulta mucho menos 

beneficioso que el de su régimen especial.  

 

Así mismo indicó que, a diferencia de lo dispuesto para los Fondos Privados de 

Cesantías y del Fondo Nacional del Ahorro, el esquema de manejo de las cesantías 

de los docentes del FOMAG tiene vedada la posibilidad de aperturar cuentas 

individuales para cada uno de sus afiliados. Lo anterior se explica a partir de la 

naturaleza y estructura de este fondo cuenta, la cual surge a partir de lo dispuesto 
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por el propio legislador en las normas vigentes que gobiernan su funcionamiento y 

segundo, los valores que corresponden a las cesantías no se consignan sino que 

ya están presupuestados y trasladados al fondo, desde el primer mes de cada 

vigencia.  

 

Luego de un análisis pormenorizado del procedimiento que se sigue para garantizar 

la disponibilidad de las cesantías de los docentes arribó a las siguientes 

conclusiones:  

 

1. Esta norma es de aplicación exclusiva para trabajadores particulares y no para 

los docentes afiliados al FOMAG quienes tiene norma especial, y se les aplica para 

el pago de los intereses a las cesantías el artículo 15 de la Ley 91 de 1989.  

 

2. Las cesantías de los docentes afiliados al FOMAG son prepagadas al fondo 

mediante el descuento mensual en el presupuesto nacional de los recursos que van 

a ingresar de la nación a las entidades territoriales, así mismo, se garantizan con el 

giro anual que hace Ministerio de Hacienda de los recursos que están en el Fondo 

Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET) perteneciente a 

cada entidad territorial al FOMAG.  

 

3. Existe una imposibilidad operativa de que exista sanción mora por consignación 

tardía, si al 31 de diciembre de cada vigencia los recursos que garantizan la totalidad 

de cesantías de los docentes ya se encuentran girados al FOMAG.  

 

4. Los empleadores de los docentes afiliados al FOMAG son las entidades 

territoriales de conformidad con las normas citadas anteriormente, en ese sentido, 

el fondo no comparte dicha calidad debido a que solo es un patrimonio autónomo 

cuya finalidad es el pago de las prestaciones de los docentes, siendo improcedente 

que se demande al fondo quien no ostenta la calidad de “empleador”, existiendo 

falta de legitimación en la causa por pasiva. 

  

5. Las entidades territoriales no hacen depósito de recursos entendida como la 

“consignación de cesantías”, únicamente desarrollan antes del 5 de febrero de la 

vigencia siguiente la actividad operativa de “liquidación del valor de las cesantías” 

debido a que los recursos ya se encuentran en el fondo.  

 

6. De aplicar a los docentes afiliados al FOMAG la Ley 52 de 1975, se desmejorarían 

sus condiciones respecto de la prestación “intereses a las cesantías” debido a que 

las condiciones dadas por su régimen especial son más favorables que las 

otorgadas para el régimen general, debido a que la liquidación de intereses para los 

docentes afiliados al FOMAG se realiza sobre el total del saldo acumulado de 
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cesantías y con una tasa superior a la descrita en la norma general, que 

corresponde al DTF certificado por la Superintendencia Financiera de Colombia.  

 

7. Respecto a la posibilidad del trabajador de escoger el fondo de cesantías que en 

la norma en cita se describe como “que el mismo elija”, es un hecho de imposible 

aplicación porque todos los docentes oficiales por norma especial deben ser 

afiliados al FOMAG, por lo tanto, no hay escogencia de fondo por parte de los 

docentes.  

 

8. Lo pretendido por el demandante es la transgresión del principio de 

inescindibilidad de la ley, esto es, la aplicación parcial en relación con la totalidad 

del cuerpo normativo al que pertenece, buscando con esto aplicar de una norma 

solamente la parte que le beneficia, infracción prohibida en la ley y la jurisprudencia.  

En virtud de lo anteriormente anotado, solicitó negar las pretensiones de la 

demanda, pues el acto administrativo demandado se ciñó a las normas legales 

aplicables a la materia. 

 

El Departamento de Caldas (archivo 08ContestacionDemandaDeptoCaldas.pdf) 

señala que lo pretendido por la parte demandante es la extensión de unos efectos 

que no tiene la norma, toda vez que, los mismos son propios del régimen privado 

de cesantías y no del régimen especial al cual pertenecen por tratarse de afiliados 

al régimen especial del que gozan los miembros del magisterio. La Secretaría de 

Educación del Departamento de Caldas no cancela las cesantías de los docentes, 

las cesantías de los docentes afiliados al FOMAG son prepagadas al fondo 

mediante los descuentos mensuales, por esa misma entidad. 

 

Refiere que con lo solicitado se viola el principio de Inescindibilidad de la Ley o 

Conglobamiento, toda vez que se pretende la aplicación parcial en relación con la 

totalidad del cuerpo normativo al que pertenece, buscando con esto aplicar de una 

norma solamente la parte que lo beneficia. 

 

Explica que las cesantías de los docentes afiliados al FOMAG son prepagadas al 

fondo, mediante el descuento mensual en el presupuesto nacional de los recursos 

que van a ingresar de la nación a las entidades territoriales, así mismo, se 

garantizan con el giro anual que hace el Ministerio de Hacienda de los recursos que 

están en el Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET) 

perteneciente a cada entidad territorial al FOMAG. Los recursos para el pago de 

prestaciones de docentes materialmente no ingresan a las arcas del Departamento 

de Caldas mes a mes. La destinación de estos recursos referente a aportes y otras 

prestaciones sociales, ingresan directamente al administrador del fondo en este 

caso La Fiduprevisora S.A.  
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Así las cosas, existe una imposibilidad operativa de que exista indemnización 

moratoria por consignación tardía, si al 31 de diciembre de cada vigencia los 

recursos que garantizan la totalidad de cesantías de los docentes ya se encuentran 

girados al FOMAG. 

 

Propone la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva con 

fundamento en que la demanda debió dirigirse en forma exclusiva contra del 

Ministerio de Educación Nacional – Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

entidad facultada para el reconocimiento, liquidación y pago de pensiones y demás 

prestaciones a los docentes y directivos docentes y también contra la Fiduciaria la 

Previsora, por ser la entidad encargada exclusivamente del pago de la prestación. 

 

En el anterior contexto, el Despacho propone como problemas jurídicos que deben 

resolverse en esta instancia los siguientes: 

• ¿Es procedente el reconocimiento y pago a los docentes de la sanción 

moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, por la consignación 

de las cesantías anualizadas después del 15 de febrero de la vigencia 

siguiente a la que se causan?  

• ¿Hay lugar al pago a los docentes de la indemnización por el pago tardío de 

los intereses a las cesantías establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, 

la Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991? 

Con la respuesta que se emita para los problemas jurídicos se solventará el litigio. 

 

Se recuerda que la anterior fijación del litigio no impide que en la sentencia se 

puedan analizar otros medios de prueba que reposen en el expediente y que se 

consideren relevantes para la solución definitiva de lo alegado. La fijación no 

imposibilita al Juzgado para variar, puntualizar o modificar el problema jurídico en la 

sentencia, de acuerdo al análisis que se desarrolle en la misma. 

2.5. Sobre las pruebas  

 

2.5.1. Parte demandante 

 

a. Las que se incorporan  

 

Ténganse como pruebas los documentos que reposan en el expediente entre las 

páginas 61 a 315 del archivo “02AnexosDemanda202200330.pdf” del expediente 

virtual. Los mismos serán valorados en su debida oportunidad legal toda vez que 

no fueron tachados de falsos ni desconocidos por las partes. 

 

b. Las que se solicitan 
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- OFICIAR al DEPARTAMENTO DE CALDAS, para que se sirva allegar: 

1. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de los 

mandantes las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 en el 

Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. Pidiendo 

igualmente en este punto: 

• Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, 

donde aparezca el nombre del docente, el valor exacto consignado y la copia 

del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite presupuestal 

que ocasionó la erogación del gasto por este concepto. 

• Si la acción descrita en el literal A, obedece a que esta entidad, solo se realizó 

algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado algún pago – 

consignación – por concepto de las cesantías que corresponden a la vigencia 

del año 2020, sírvase expedir la respectiva constancia de este documento 

del reporte o informar sobre el trámite dado a esta cancelación.  

• Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta cesantía 

anual a cada docente demandante, por laborar el año 2020, al servicio de 

esta entidad territorial y que dio nacimiento a la consignación por parte de 

esta entidad a la acreencia cancelada en el Fomag. 

- OFICIAR al MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, para que se sirva allegar: 

2. Certificación en la que conste que la demandante labora en el DEPARTAMENTO 

DE CALDAS Y/O SECRETARIA DE EDUCACIÓN, la fecha exacta en la que 

consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente oficial 

al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 en el Fomag, 

y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha. Solicitando igualmente 

al respecto: 

• Expedir copia de la constancia de la respectiva transacción - consignación, 

que fue realizada de manera individual o conjunta que corresponda al 

concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor del docente que 

aparece como demandante en el FONDO PRESTACIONAL DEL 

MAGISTERIO – FOMAG. 

• Indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las 

cesantías sobre el monto acumulado de esta prestación, que le corresponden 

al docente solicitante, así como el valor cancelado, y que incluye el valor de 

las cesantías que fueron causadas y acumuladas hasta el año 2020. 

El Despacho NIEGA esta solicitud probatoria, pues si bien las mismas reúnen los 

requisitos de pertinencia y conducencia, para el despacho resultan innecesarias 

para resolver el asunto.  
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De acuerdo con las pruebas solicitadas se observa que con ellas se pretende 

demostrar el pago y consignación de las cesantías causadas en el año 2020 a la 

parte demandante, requiriéndose conocer la fecha exacta en la que consignó las 

cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente oficial al servicio de 

esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020, o la fecha en que se realizó 

reporte sin haber consignado, o el acto administrativo de reconocimiento de la 

cesantía anual y la fecha en que fueron cancelados los intereses; por lo que al 

respecto se precisa que con las pruebas aportadas al expediente tanto en la 

demanda como en las contestaciones resultan suficientes para llevar al 

convencimiento del juez frente a la controversia jurídica planteada sobre la 

procedencia o no de la aplicación del régimen de cesantías e intereses a las 

cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 y su consignación.  

 

Lo anterior teniendo en cuenta además que la parte demandante presentó la 

liquidación de las cesantías y los intereses a cada uno de los docentes 

demandantes, expedidas por el FOMAG, así como la prueba de consignación de 

los intereses (fls. 68-69 del archivo “02AnexosDemanda202200330.pdf”). 

 

En cuanto a la oposición a la solicitud probatoria presentada por el Fomag en la 

contestación de la demanda en la que explica el trámite que se surte cada año para 

efectos de tener a disposición los recursos de las cesantías de los docentes cuando 

las soliciten, se precisa que este análisis hará parte de la sentencia que ponga fin a 

la instancia, por lo que la negativa a decretar las pruebas solicitadas no se 

relacionan en modo alguno con lo argumentado en la oposición presentada por la 

entidad. 

 

2.5.2. La Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio  

 

a. Las que se incorporan  

 

Ténganse como pruebas los documentos que reposan entre las páginas 40 a 96 del 

archivo 06ContestacionDemandaFomag.pdf del expediente virtual. Los mismos 

serán valorados en su debida oportunidad legal toda vez que no fueron tachados de 

falsos ni desconocidos por las partes.  

 

b. Las que se solicitan 

 

OFICIAR al DEPARTAMENTO DE CALDAS - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN a fin 

de que remita al plenario copia íntegra del expediente administrativo contentivo de 

todas las actuaciones realizadas por el docente.  
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Dicha prueba se NIEGA con fundamento en los mismos argumentos expuestos 

frente a la prueba que le fuera negada a la parte demandante, toda vez que con las 

pruebas aportadas al expediente tanto en la demanda como en las contestaciones 

resulta suficiente para llevar al convencimiento del juez frente a la controversia 

jurídica planteada sobre la procedencia o no de la aplicación del régimen de 

cesantías e intereses a las cesantías regulados en la Ley 50 de 1990 y su 

consignación.   

2.5.2. Departamento de Caldas  

 

a. Las que se incorporan  

 

Ténganse como pruebas los documentos que reposan entre las páginas 16 a 35 

del archivo 08ContestacionDemandaDeptoCaldas.pdf del expediente virtual. Los 

mismos serán valorados en su debida oportunidad legal toda vez que no fueron 

tachados de falsos ni desconocidos por las partes. 

 

b. Las que se solicitan 

 

Aparte de lo mencionado previamente, la entidad no realizó solicitud específica de 

pruebas, más allá de las que ya se incorporaron y que fueran aportadas. 

 

2.6. Conclusión 

 

Por lo analizado, se prescindirá de la audiencia de que trata el artículo 180 del 

CPACA y se dictará sentencia anticipada por el cumplimiento de los requisitos para 

tal fin, previo el traslado para alegatos de conclusión que se surtirá en su debida 

oportunidad. 

 

Una vez en firme la presente providencia, se continuará con la etapa subsiguiente.  

Se advierte a las partes que el correo electrónico destinado por el Despacho para 

que las partes alleguen los respectivos memoriales y demás comunicaciones es 

admin01ma@cendoj.ramajudicial.gov.co  

Por lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Manizales,  

 

RESUELVE:  

 

PRIMERO: PRESCINDIR de la audiencia de que trata el artículo 180 del CPACA y 

continuar con el agotamiento del trámite para expedir sentencia anticipada en el 

mailto:admin01ma@cendoj.ramajudicial.gov.co
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proceso que en ejercicio del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho formuló la señora Gloria Adriana Quintero Cano en contra de La Nación -

Ministerio de Educación Nacional -Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio y el Departamento de Caldas. 

 

SEGUNDO: FIJAR el litigio en los términos expuestos en la parte considerativa de 

esta providencia.  

 

TERCERO: INCORPORAR los medios de prueba que fueran aportados con la 

demanda y la contestación, bajo los parámetros descritos en la parte motiva de este 

auto.  

 

CUARTO: NEGAR las pruebas solicitadas por la parte demandante y por La Nación 

-Ministerio de Educación Nacional -Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, por lo expuesto en la parte motiva. 

 

QUINTO: RECONOCER PERSONERÍA a la abogada AIDEÉ JOHANNA GALINDO 

ACERO, identificada con cédula de ciudadanía No. 52.863.417 y tarjeta profesional 

No. 258.462 del Consejo Superior de la Judicatura para actuar en nombre y 

representación de LA NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO conforme 

al poder general otorgado en la escritura pública No. 10184 del 09 de noviembre de 

2019, visible en el archivo “06ContestaciónDemandaFomag.pdf” del expediente. 

  

En igual sentido, se le reconoce personería a la abogada LINA MARÍA CORDERO 

ENRÍQUEZ, identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.098.200.506 y tarjeta 

profesional No. 299.956 del Consejo Superior de la Judicatura para actuar en 

nombre y representación de LA NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO conforme el poder que le fuera sustituido, visible en el archivo 

“06ContestaciónDemandaFomag.pdf” del expediente.  

 

RECONOCER PERSONERÍA al abogado GUSTAVO ADOLFO ARANGO ÁVILA, 

identificado con la cédula de ciudadanía No. 75.099.816 y tarjeta profesional No. 

277.987 del Consejo Superior de la Judicatura, para actuar en nombre y 

representación del DEPARTAMENTO DE CALDAS conforme el poder que le fue 

conferido, visible en el archivo “08ContestacionDeptoCaldas.pdf” del expediente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

CLAUDIA YANETH MUÑOZ GARCÍA 

JUEZ 
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